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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros del Interior, señor Edmundo Perez Yoma; de Hacienda, señor Andrés Velasco Brañes; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano Madrid, y la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart Herrera.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 24ª y 25ª, ambas ordinarias, en 9 y 10 de junio del año en curso, que no han sido observadas.
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, la asignación familiar y maternal y el subsidio familiar (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.568-05).
El señor NOVOA (Presidente).-  De conformidad con lo acordado por los Comités en el día de ayer, el proyecto debe quedar para la tabla de la presente sesión, previo informe de la Comisión de Hacienda.



Como dicho documento ya se encuentra en los escritorios de los señores Senadores, la iniciativa será discutida en el primer lugar del Orden del Día.



Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Con el segundo oficio la Honorable Cámara de Diputados informa que prestó su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, al proyecto de acuerdo que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (boletín N° 6.560-10).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante los cuales contesta igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Naranjo: uno, en relación con el financiamiento de la defensa judicial de miembros del Ejército involucrados en casos de violaciones a los derechos humanos, y el otro, relativo a la Hoja de Vida Militar del conscripto Miguel Nash Sáez.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señores Horvath, Bianchi y Zaldívar, por medio del cual da a conocer las medidas implementadas por el Ministerio de Agricultura frente a la erupción del volcán Chaitén.



Del señor Coordinador del Transantiago, con el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los controles de frecuencia a las empresas de buses concesionarias del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 6.174-05).



--Queda para tabla.

Moción



De los Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, a través de la cual inician un proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel en la Primera, Segunda y Decimoquinta Regiones (boletín N° 6.570-03).



--Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.
El señor NOVOA (Presidente).-  Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor NOVOA (Presidente).-  Antes de comenzar el Orden del Día, quiero saludar muy cordialmente a los integrantes del Consejo Asesor de Adultos Mayores de la Región de Valparaíso, encabezados por su Presidenta, doña Felipa Oyaneder, quienes se encuentran en las tribunas.



Aprovecho la oportunidad para felicitarlos por la reciente celebración de su primer aniversario y por la destacada labor que realizan.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Informo a nuestros visitantes que en la tabla de la sesión de hoy tenemos tres proyectos con urgencia de “discusión inmediata”, razón por la cual no sé si alcanzaremos a analizar el que les interesa a ustedes.



Sin embargo, si despachamos oportunamente tales iniciativas, solicitaré el asentimiento de la Sala para que inmediatamente después nos aboquemos al proyecto de ley que incluye el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional.

V. ORDEN DEL DÍA

REAJUSTE DE INGRESO MÍNIMO MENSUAL, ASIGNACIONES FAMILIAR Y MATERNAL Y SUBSIDIO FAMILIAR
El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde tratar, en primer lugar, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, de las asignaciones familiar y maternal y del subsidio familiar, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6568-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 28ª, en 17 de junio de 2009.



Informe de Comisión:



Hacienda, sesión 28ª, en 17 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario,
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito principal de la iniciativa  es elevar, a contar del 1º de julio del año en curso, el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 y de hasta 65 años de edad, de 159 mil a 165 mil pesos.



Asimismo, se aumenta de 118 mil 690 a 123 mil 176 pesos, también a partir del próximo 1º de julio, el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años y para los trabajadores menores de 18, mientras que el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales se incrementa de 102 mil 558 a 106 mil 435 pesos.



Conjuntamente, se reajustan las asignaciones familiar y maternal y el subsidio familiar.



La Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa tanto en general cuanto en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señora Matthei y señores Escalona, García y Pizarro), en los mismos términos en que la despachó la Honorable Cámara de Diputados.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad un incremento del salario mínimo de 3,77 por ciento, lo cual significa llevarlo de 159 mil a 165 mil pesos.



Tanto la Ministra del Trabajo como los integrantes del referido órgano técnico coincidieron en que el ingreso mínimo no es un instrumento que permita lograr una vida digna en Chile, de acuerdo a los costos de hoy día, sino que más bien cumple un rol de protección social para los trabajadores que no tienen capacidad de negociar colectivamente.



El objetivo de permitir una vida digna no solo se vincula con el sueldo mínimo; también tiene que ver con el sistema de pensiones, con el sistema de protección social.



En realidad, lo que hay que hacer es balancear, por un lado, cuánto pueden pagar las empresas, sobre todo las más pequeñas, para mantenerse competitivas, y por el otro, cómo lograr que los trabajadores sin capacidad de negociación reciban el salario que efectivamente están en condiciones de cancelar las empresas pequeñas.



Se preguntó alrededor de cuánta gente percibía el salario mínimo, y se nos señaló que era cerca del 10 por ciento de quienes se encuentran trabajando. En las empresas grandes nadie recibe el ingreso mínimo; todos, mucho más.



Y si bien no hay nadie a quien no le gustaría aumentar su monto, el asunto es que estamos en una época de caída fuerte de la inflación. De hecho, se supone que en el presente año será solo de 0,6 por ciento. Por lo tanto, cuando se habla de un alza de 3,77 por ciento, significa que hay un incremento real bastante elevado, superior incluso al del año pasado, cuando el reajuste fue porcentualmente mucho mayor, pero con una inflación bastante más alta.



Entre junio de este año e igual mes del próximo -período durante el cual regirá el salario mínimo que aquí se apruebe- se espera que el costo de vida aumente únicamente 1,6 por ciento.



En resumen, las expectativas de inflación para 2009 son de 0,6 por ciento, y para los próximos doce meses, de 1,6 por ciento. Entonces, si se compara el 3,77 por ciento con cualquiera de estas dos cifras, nos encontraremos ante un aumento real del ingreso mínimo de al menos 2 por ciento.



Por otra parte, desde la crisis de los años veinte nunca se había dado que la actividad económica mundial decreciera. Esta será la primera ocasión en más de 60 años. En vista de lo anterior, la OIT ha recomendado moderar el incremento de los salarios, pues sus estudios y los de todos los países del mundo muestran que efectivamente existe una correlación entre cesantía y monto del salario mínimo: mientras mayor sea este último, mayor será también la desocupación.



En cuanto a la evolución del desempleo en nuestro país, si comparamos el trimestre móvil febrero-abril de este año con el mismo período de 2008, constataremos que ha crecido de 7,7 a 9,8 por ciento. Y es importante comparar los mismos trimestres móviles, porque todos sabemos que la desocupación tiene un patrón a lo largo del año y aumenta durante la época de invierno.



Entonces, si en doce meses la cesantía ha pasado de 7,7 a 9,8 por ciento -es decir, se ha incrementado en 2,1 puntos-, debemos concluir que hoy el principal problema de Chile es el desempleo. De hecho, se calcula que llegaremos con facilidad a más de 800 mil cesantes en los próximos meses.



La Comisión de Hacienda ponderó todas estas cifras, expuestas por la Ministra del Trabajo y por el Director de Presupuestos, y concordó en que el monto del incremento es prudente en las actuales circunstancias.



Sin embargo, como el aumento del ingreso mínimo en épocas de crisis no puede ser muy alto, consideró razonable que el Fisco hiciera un esfuerzo adicional para incrementar el ingreso de las familias por otra vía, básicamente a través de la asignación familiar.



En tal sentido, se aumentó fuertemente el corte del primer tramo, de manera que mucha más gente accediera al monto establecido para dicho segmento, que sube a 6 mil 500 pesos. Se calcula que se incrementarán en alrededor de 20 por ciento los beneficiarios que ahora percibirán la asignación del primer tramo, actualmente de alrededor de 4 mil 500 pesos y que ahora aumenta, como digo, a 6 mil 500 pesos.



Por lo tanto, en el ánimo de realizar un mayor esfuerzo fiscal por mejorar el ingreso de las familias con cargas, el aumento porcentual del monto de la asignación familiar y la ampliación de los tramos para que más gente acceda a los beneficios aparecen como una combinación razonable en época de crisis.



Hago presente que el proyecto fue aprobado en la Comisión por unanimidad, tanto en general como en cada una de sus disposiciones particulares.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala la Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart.



--Se accede.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, sin duda, este año la discusión sobre el monto del salario mínimo resulta tremendamente difícil.



La evidente disminución de la actividad económica -ya vimos incluso la corrección a la baja de las proyecciones para el presente año-, el alto nivel de desempleo -cercano a 10 por ciento- y la baja inflación nos llaman a actuar con especial cuidado al momento de su determinación.



Mantener y mejorar los ingresos de las personas con menor salario y evitar a toda costa el aumento de la cesantía significan una doble preocupación que, indudablemente, debe estar sobre la mesa a la hora de tomar una decisión.



Quiero ser muy franca al señalar que me hubiera gustado -creo que estábamos en condiciones de acogerlo- un incremento de 5 por ciento.



Valoro que se aumente el corte del primer tramo de la asignación familiar, pero también hubiésemos deseado un mayor incremento, especialmente porque la situación de hogares con cargas familiares es muy distinta de la de aquellos que no las tienen.



Sin embargo, debo señalar que el texto aprobado por la Cámara de Diputados y la Comisión de Hacienda de nuestra Corporación, cuyo informe acabamos de escuchar, refleja un esfuerzo por elevar porcentualmente el monto del salario mínimo, más allá del proyecto original del Ejecutivo, así como por una ampliación de la asignación familiar, con un corte que significa incrementar el número de favorecidos.



Reitero que me hubiera gustado un mayor incremento de este último beneficio y un aumento de 5 por ciento para el salario mínimo.



Del mismo modo, y sin perjuicio de que se trata de una materia que debe ser objeto de una discusión posterior, quiero dejar establecido que, así como valoramos sobremanera el incremento del subsidio a la contratación de jóvenes que comenzará a regir a contar del próximo 1º de julio, pensamos que este mismo incentivo debiese existir para la contratación de mujeres, habida consideración del importante déficit que se advierte en su incorporación al mundo laboral.



He dicho. 
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional vamos a aprobar el proyecto que reajusta en 3,77 por ciento el ingreso mínimo mensual, considerando en lo principal el alto nivel de desempleo que hoy exhibe el país, el cual seguramente continuará en alza durante los próximos meses de invierno: no sería sorprendente que en julio o agosto hubiera entre 800 mil y 850 mil desempleados. 



Por lo tanto, así como hemos de pensar en el legítimo derecho de los trabajadores a percibir un sueldo mínimo más alto, también debemos poner en la balanza cómo esa mayor remuneración les dificulta a las personas cesantes -son muchas y gran parte de ellas recién se inician en la vida laboral- acceder a una fuente de trabajo estable.



Señor Presidente, a nuestro juicio, no hay mayor inequidad social que el desempleo; no hay mayor desprotección social que el desempleo. Por eso, aceptamos el reajuste del ingreso mínimo de 3,77 por ciento.



Al mismo tiempo, quiero destacar el importante esfuerzo emprendido por subir de 144 mil 448 pesos a 170 mil el tramo inferior de renta mensual exigido para acceder a una asignación familiar de 6 mil 500 pesos. Ello posibilitará que perciban tal monto aproximadamente 200 mil beneficiarios adicionales a quienes lo hacen hoy, que suman casi 500 mil. Es decir, cerca de 700 mil personas recibirán asignaciones familiares por un valor de 6 mil 500 pesos.



Esa manera de ir mejorando el beneficio en comento constituye una forma concreta de ayudar a los trabajadores, sobre todo en lo concerniente a los costos propios de la educación de los hijos: niños y jóvenes.



Estimamos que todo cuanto se pueda realizar para incrementar las asignaciones familiar y maternal y el subsidio familiar se orienta en la dirección correcta.



Por las razones expuestas, señor Presidente, reitero el apoyo de los Senadores de mi bancada a la iniciativa en análisis.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, señores Ministros, no cabe duda de que este debate se da en un contexto histórico determinado: la crisis global que vive el planeta, derivada de un desastre financiero provocado por especuladores que no solo generó pérdidas masivas para algunas personas sino que repercutió sobre la economía real. Y Chile también ha sentido ese impacto.



Dicho escenario es muy peculiar. Nuestro país es, probablemente, el único en el mundo que, a pesar de las dificultades económicas, y gracias a la Presidenta Bachelet y al manejo económico, sigue avanzando en la construcción de una red de protección social y extendiendo beneficios sociales y no ha permitido que los efectos de la crisis o los problemas económicos recaigan unilateralmente sobre los hombros de la gente de menores recursos.



En ese contexto tiene lugar la discusión acerca del incremento  del ingreso mínimo mensual. 



Por supuesto, valoramos el esfuerzo que ha conllevado ese aumento, y, en particular, reconocemos -especialmente yo, en lo personal- el hecho de compatibilizar el reajuste en análisis con un incremento de la asignación familiar bastante significativo: sobre 11 por ciento.



La pregunta que cabe formular es si el Estado se encuentra en condiciones de dar más o no. 



Según una teoría económica, elevar el ingreso mínimo en exceso repercute en las remuneraciones del resto de la economía, y, por ende, origina un impacto sobre la contratación de mano de obra. 



Hay estudios que demuestran que esa hipótesis no se halla demostrada ni en lo más mínimo. ¡Ni en lo más mínimo!



Es más, algunos sostienen que, de incrementarse el salario mínimo en tasas superiores a la que hoy se plantea, el gasto que se provocaría con el aumento de la demanda efectiva en el mercado generaría, con creces, mayores beneficios a la economía que los que muchos están dispuestos a reconocer. Porque cualquier alza en los ingresos más bajos va directamente al consumo, a la actividad económica y a la creación de empleo.



Señor Presidente, yo me inscribo en esta segunda teoría económica. No en la primera, que es más bien la de los neoclásicos, la más monetarista existente en Chile y en el hemisferio occidental.



Por desgracia, este no es el debate que se desarrolla hoy en día, porque se adopta una actitud más cauta. Entiendo que quizá no es el momento de realizarlo, pero quiero dejar consignado que comparto la lógica planteada por el Presidente de la Conferencia Episcopal, monseñor Alejandro Goic, y por la Central Unitaria de Trabajadores: el aumento del ingreso mínimo, en particular el de las personas de menores recursos, tiende a dinamizar la economía y a compensar los efectos de la externalidad negativa que -según algunos- podrían existir.



Permítaseme recordar, aunque suene odioso, que más o menos 10 por ciento de los trabajadores ganan el ingreso mínimo. La mayor parte de ellos labora en actividades rurales. Y estas, en la Sexta Región -que represento- son masivas. 



Me refiero al sector frutícola de exportación, al que este año no le ha ido mal. Solo por concepto de cambio en el precio del dólar le está yendo bastante bien. “Sin haberse movido del escritorio” -como se dice- le ha ido mejor que en varias cosechas de años anteriores. Y si a eso se suma que los volúmenes de exportación no han bajado y los precios no han recibido un impacto importante, la verdad es que para ellos el aumento del ingreso mínimo no les significa una presión injusta, indebida.



Señor Presidente, valoro el esfuerzo involucrado; entiendo las dificultades que se han debido superar, aunque sustento una posición distinta de la que prima aquí respecto de la lectura económica de este reajuste.



Eso sí, deseo reflexionar sobre lo siguiente. 



No puedo desvincular la iniciativa que nos ocupa de la que se tratará a continuación. Lo único que pido es que, en momentos de crisis, las platas del Estado se pongan en el bolsillo de los más pobres.



Expreso lo anterior en relación al debate que se da, en paralelo, acerca del otorgamiento de beneficios a ciertos sectores de camioneros del país. Porque estos no tienen las mismas necesidades de las personas que ganan 159 mil pesos al mes, quienes, a partir de la dictación de la ley en análisis, percibirán 165 mil pesos y una asignación familiar de 6 mil 500 por carga. Excúsenme, pero eso trastoca ciertos principios, prioridades y focalizaciones.



Entiendo la discusión que se produjo respecto del proyecto que concede un bono extraordinario a las personas más necesitadas, porque el Gobierno no quiere que se atrase el pago de un beneficio que la Presidenta Bachelet le prometió al país. Sin embargo, creo que en algún momento se deberá analizar con claridad a quiénes defendemos en el Senado y, en general, en el Parlamento.



A cualquiera de nosotros le resultaría prácticamente imposible vivir con el ingreso mínimo. No obstante, más de medio millón de personas dependerán de los 5 mil o 6 mil pesos mensuales en que él se incrementará, a fin de paliar el alza del costo de la vida, que asciende a bastante más que el porcentaje que registra el IPC. El solo aumento de la tarifa eléctrica ha significado más gasto en el presupuesto familiar que el monto de dicho reajuste.



Señor Presidente, no voy a votar en contra del proyecto en estudio. Sería absurdo rechazarlo, porque ello implicaría que el ingreso mínimo no subiría -es la encrucijada en que nos encontramos-; pero quiero manifestar que tal vez podríamos haber elevado más el monto de la asignación familiar en vez de canalizar recursos, a través de la devolución del impuesto específico al petróleo diésel, hacia algunos camioneros, quienes no los necesitan como otras personas.



Sin duda, junto con valorar el aumento de la asignación familiar en el primer tramo, se podría haber reconsiderado el congelamiento del incremento correspondiente al tercero con el objeto de realizar una mayor redistribución, ya que en el caso de la asignación en comento no hay presión inflacionaria sobre el resto de los sueldos.



Por lo tanto, señor Presidente, quiero dejar constancia de que no estoy dispuesto, en el proyecto que sigue, a votar en favor de un beneficio adicional para sectores que no son los más carenciados, ni los más urgidos en este momento, ni los que enfrentan problemas para pagar las cuentas, comprar los remedios a sus hijos o calefaccionarse en el invierno.



En mi opinión, si deseamos construir un país más solidario, con una red de protección social, será preciso que en algún instante todos apacigüen sus apetitos y demandas. En verdad, la misma presión ejercida por otras bancas -no por esta- en orden a extender ciertos beneficios económicos a los camioneros debería aplicarse con respecto a la iniciativa en debate. 



Soy partidario de la hipótesis de monseñor Alejandro Goic, en cuanto a que trabajemos por fijar un sueldo ético. Y ello, sin duda, junto con el aumento de la asignación familiar y del ingreso piso, se obtiene a costa de que el Estado no haga otras cosas, como las que propone el proyecto sobre devolución del impuesto específico al diésel a los camioneros, las cuales -como se pudo apreciar en la última discusión de que fue objeto- van más allá de lo razonable.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, Chile somos todos: los trabajadores, los adultos mayores, los jóvenes, las mujeres, los hombres, los empleadores, los transportistas. ¡Todos!



Y cuesta entender que en una Región extrema, como la que me honro en representar en el Senado, no existan condiciones más favorables que las actuales. Tenemos, por ejemplo, el caso de los transportistas, quienes también sufren las consecuencias de la crisis y deben enfrentar dificultades. Un estudio del Banco Mundial indica que el costo de la vida es a lo menos 25 por ciento más caro en Punta Arenas. Y no voy a mencionar a Puerto Williams ni a Tierra del Fuego, donde obviamente esa diferencia alcanza a cerca de 30 por ciento.



Entonces, sí, voy a respaldar este insuficiente incremento. Pero me encantaría que en algún momento el Ejecutivo acogiera lo que hemos venido reclamando desde hace mucho tiempo: el establecimiento de una diferenciación en los sueldos.



¿Cómo se puede fijar un ingreso mínimo igual para todo el país cuando se sabe que en Regiones el costo de la vida es mucho más alto? ¿Por qué no se corrige de una buena vez la dificultad permanente que viven sus habitantes, cualesquiera que sean aquellas?



Además, hemos señalado que no solo es necesario establecer un sueldo mínimo diferenciado -es decir, no igual para todo el país-, sino también jubilaciones diferenciadas para los adultos mayores que residen en Regiones, porque obviamente su costo de vida es distinto con respecto a quienes habitan en Santiago, en Valparaíso o en otros lugares.



Pero no solamente el sector privado puede ser objeto de crítica. ¿Qué ocurre con el sector público? ¿Cuántas veces hemos dicho que el Estado es un muy mal empleador? Miles de sus funcionarios se encuentran a contrata y a honorarios, con una absoluta inestabilidad laboral. ¡Se trata de personas que llevan en esa condición 10, 12, 13, 15 años!



Tal situación no es muy lejana a la nuestra. Aquí, en el Congreso, se da algo parecido. Hay funcionarios que también se hallan bajo ese régimen desde hace mucho tiempo.



Y el Estado no corrige tal anomalía, que crea inestabilidad laboral en cualquier familia que desee proyectarse a través de su trabajo.



Hemos señalado -y me valgo de esta intervención sobre el incremento del sueldo mínimo para insistir en ello- que también es necesario velar por el futuro de los trabajadores de nuestro país al momento de jubilar.



Hace algún tiempo presentamos un proyecto de ley, junto con los Honorables señores Vásquez y Ominami, para crear una AFP estatal de características sociales. ¡Y el Gobierno nunca quiso avanzar en esta materia! Está aquí justamente la señora Ministra del Trabajo.



Debo señalar que sostuvimos numerosas conversaciones sobre el punto con el anterior Ministro del ramo, quien tenía el entusiasmo de avanzar de verdad en la protección social de las trabajadoras y los trabajadores al momento de jubilarse.



Sin embargo, hoy no contamos con una AFP estatal. Y, por desgracia, estoy seguro de que en los meses que le restan al Gobierno -aun cuando la Presidenta de la República ha expresado su voluntad en tal sentido- este asunto no se concretará y muchos funcionarios del sector público y privado seguirán desprotegidos en esta materia.



Finalmente, anuncio que voy a respaldar el incremento del sueldo mínimo. Pero debo señalar que es urgente, necesario y de absoluta justicia establecer una canasta familiar que refleje la diferenciación del costo de la vida en las Regiones con respecto al de la zona central del país. Y, asimismo, está más que claro que sería conveniente, prudente y de justicia fijar sueldos mínimos diferenciados, los cuales en la actualidad son iguales para todo el territorio, pese a existir características y costos de vida distintos.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, cada vez que debemos tratar un proyecto sobre reajuste de sueldos para los trabajadores; o resolver la forma en que se utilizarán los dineros de la nación, administrados por el Estado de acuerdo al bien común; o dar una mirada más larga, abierta y extensa sobre lo que sucede en nuestra sociedad, constatamos numerosas injusticias y problemas que requieren solución, sobre todo en cuanto a las diferencias espectaculares de ingresos existentes en un modelo que en lo personal jamás he compartido.



Y ello nos plantea la disyuntiva de resolver tal situación en la medida de lo posible o de dejar testimonio, una vez más, de lo que uno cree que debería realizarse, aunque se violenten ciertos planteamientos.



Me acostumbré, señor Presidente, a entender que la economía es una disciplina que está al servicio del hombre; que el dinero está al servicio del trabajador. Siempre sostuve como idea central -así me crié- que, cuando se me presentara una duda real y objetiva sobre cómo actuar, debería guiarme por una norma muy antigua del humanismo cristiano, que reza: “Yo ayudo primero a quien más lo necesita y al que estoy convencido de que se halla al límite del ingreso que requiere para sobrevivir”.



En Chile existen algunos elementos claros.



En primer lugar, hay una diferencia de ingresos brutal, lo que no se da en otros países.



En segundo término, dependiendo de cómo se consideren las cifras, existen ingresos mínimos muy altos. Contamos con un Estado que ha sido capaz de invertir mucho dinero en la gente, pero también es verdad que los recursos fiscales han estado al servicio de numerosas personas que no tienen necesidad de recibir esos beneficios para mantenerse ante una crisis de la cual los trabajadores no son responsables.



La combinación de todos estos planteamientos es lo que a uno lo lleva a votar en conciencia. Y yo, señor Presidente, no me pronunciaré a favor de este proyecto. Tampoco lo haré en contra, dado que no reviste mayor importancia. Hay también deberes y compromisos con quienes forman parte de mi Gobierno. Pero en algún momento tendré que votar en conciencia. 



No votaré a favor porque me violenta el tener que discutir asignaciones familiares, o lo que fuere, del orden de 100, 200, 500 ó 3 mil pesos, cuando existe en el país una cantidad de normas económicas que permiten que, sobre la base de los mismos dineros que son de todos y que administra el Estado, haya personas que ganen más de lo necesario.



En Chile tenemos cifras muy disímiles de ingresos: hay quienes en un año perciben lo que otros demorarían 2 mil años en conseguir.



Señor Presidente, no estoy en condiciones éticas de votar en esta discusión. Resulta muy violento -y lo señalo con franqueza- pronunciarse en contra de la política que ha planteado el Gobierno. No obstante, primero creo en lo que yo entiendo que es la ética del trabajo y no en la ética del dinero.



Por eso, me abstendré.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, escuché decir a un estimado colega que Chile, en el fondo, es de Arica a Punta Arenas. Pero hay realidades que no pueden estandarizarse.



Por eso, frente al planteamiento que, por ejemplo, hicieron algunos en orden a que el 10 por ciento de los trabajadores gana el salario mínimo, me gustaría realmente contar con todos los elementos que conforman dicha cifra.



Yo vivo en la Región de La Araucanía y puedo decir que en ella la inmensa mayoría de los trabajadores -no estoy hablando solo de los obreros-, de la gente que se desempeña en actividades comerciales o administrativas, percibe el sueldo mínimo. Incluso, tengo antecedentes que señalan que empleados de empresas que prestan servicios a la propia banca ganan el ingreso mínimo o un poco más.



Solo en Santiago -lo cual es cierto-, por el mismo trabajo que se realiza en Regiones, se percibe entre 50 ó 60 por ciento más. Pero también hay que mirar los costos del día a día a que se deben enfrentar las personas en la Capital por concepto de movilización y otras situaciones propias de la metrópolis.



Debo expresar, como un ciudadano común y corriente que recoge la información diaria de la gente, que, al calor de las comunicaciones que tengo especialmente con mujeres, me resulta un tanto difícil absorber esa parte del informe que dice que “La inflación acumulada en los últimos 11 meses, en efecto, alcanza un 1,5%, en tanto que la proyección para la inflación de junio es de 0,1%, con lo que se tiene que la inflación acumulada desde el último reajuste del salario mínimo es de 1,6%, índice que por lo demás coincide con la inflación futura.”.



No sé si los señores Senadores que se encuentran en la Sala tienen información sobre cómo se construye la canasta familiar, respecto de la cual se señala que cada día es más amplia porque ella es un elemento fundamental para determinar el porcentaje del IPC.



¿Y por qué expreso lo anterior, señor Presidente? Porque las dueñas de casa -de acuerdo con la relación que he establecido con ellas-  me dicen que con cierto dinero compraban, por ejemplo, un carro de mercadería en el supermercado, donde la mayor cantidad de productos que colocan en su interior corresponden a alimentación, y que hoy, con esos mismos recursos, matemáticamente, adquieren la mitad.



Si ello es así -excúsenme-, a mí me cuesta aceptar y tragarme que la inflación acumulada es de 1,5 por ciento y que para junio será de 0,1 por ciento. Realmente tengo la obligación de hacer presente lo anterior, no como economista sino como un ciudadano común y corriente, en que la experiencia del día a día es trascendental.



Cómo voy a creer yo que esa es la inflación cuando, por ejemplo -y estoy absolutamente convencido de que a los señores Senadores les ocurre lo mismo-, las dueñas y los dueños de casa, el pequeño campesino me dicen: “Oiga, don Roberto, ¿qué ocurre con las cuentas de luz: yo pagaba 8 mil pesos y ahora me llegan cobros por 48 mil y 55 mil pesos?; ¿qué pasa con las cuentas de agua: antes me enviaban un recibo por 3 mil pesos, y hoy día, por 30 ó 35 mil pesos?”



Frente a eso, uno empieza a buscar explicación en las empresas que entregan dichos servicios, que resultan muy fundamentales y que, por supuesto, son monopólicos, pues no se puede ir a otra entidad a objeto de aprovechar la competencia del mercado. 



En mi Región hay una sola empresa que proporciona el vital elemento y se llama “Aguas Araucanía”. Una vez que la persona llega a acuerdo con ella, no tiene nada más que hacer. Así, cuando la gente va a reclamar por las tremendas diferencias que se producen entre un mes y otro, le dan mil explicaciones; por ejemplo, que una llave está goteando debajo de la casa. Y habría que demolerla para descubrir una fuga de agua que no existe, porque a los meses siguientes la cuenta baja. Si hubiera alguna pérdida, esta sería permanente.



De otro lado, en cuanto a la luz, a los chilenos nos venden un producto que debería ser de 220 watts, pero nos entregan 160, 165 o menos watts. Esto es igual a que si alguien fuera a comprar un kilo de pan y, en vez de darle mil gramos, solo le entregaran 600 ó 700. Y hay que tragarse el “bacalado” de pagar por un kilo en circunstancias de que le están vendiendo menos.



Y eso nos acontece con determinados servicios que se encuentran incluidos en esa canasta ancha, amplia, para calcular el IPC.



Siempre he dicho aquí, desde que soy Senador, que no me gusta mucho cuando hay una diferencia tremenda o se terminan las mesas de negociación entre los trabajadores y el Gobierno. Aquello lo he sostenido permanentemente, desde que ingresé a esta Corporación, y también en la Cámara de Diputados. Me agrada más cuando se genera cierta cercanía entre  lo que piden los trabajadores y lo que puede dar el Estado.



No estoy contento con este proyecto. ¡Qué quieren que les diga! Me habría gustado que el porcentaje hubiese sido mayor, porque el salario mínimo subirá 6 mil pesos. ¡Esa es la verdad! Aquí se habla del 3,77 por ciento, y queda la creencia, para el lego, para quien lea la información, de que esa es una cantidad “requetecontra” importante. ¡Pero digamos la “firme”: el reajuste es de 6 mil pesos!



Yo me pregunto si en realidad con ese dinero los trabajadores chilenos, que en su inmensa mayoría ganan el sueldo mínimo, podrán enfrentar los costos de la luz y el agua. 



¡Para qué hablar de los remedios! Tenemos ahí un monopolio, en que tres empresas se ponen de acuerdo, hacen lo que quieren, ganan millones de dólares, sus empleados reciben un sueldo básico, pagan una multa ínfima y después se echan al bolsillo la inmensa cantidad de dinero que obtuvieron mediante una especulación en un rubro tan delicado que tiene que ver con la vida y la salud de los chilenos.



Siempre que hay un problema económico a nivel nacional o mundial el peso se lo llevan los trabajadores, como ocurrió en 1985, cuando a los pobres jubilados se les quitó el 7 por ciento de reajuste para salvar a los bancos que habían quebrado.



A mí me apena -reitero- que se otorgue un reajuste en estas condiciones. Sin embargo, tampoco puedo dejar de destacar lo expresado por un señor Senador: que el Gobierno ha entregado bonificaciones dos o tres veces durante el año, las que, por supuesto, caen bien. Pero me gustaría mucho más que hubiese estabilidad en las remuneraciones. 



Además, gran número de los beneficios que se han entregado no son imponibles. Y aquí les van a pagar 165 mil pesos mensuales a trabajadores de entre 18 y 65 años. 



Más encima, quienes jubilen por el régimen de las AFP recibirán 50 por ciento menos del último sueldo imponible, percibido en cuanto hombres que contribuyen al desarrollo y progreso del país.



Doy excusas a los señores Senadores, en particular a los que tienen la especialidad de economistas, por no aportar ningún dato científico en esta materia y solo dar a conocer lo que veo en el día a día, en el contacto con la gente sencilla y simple que nos otorga esta tremenda representación y nos trae aquí. 



A veces, la letra no simboliza lo que sucede en la práctica.



Por esta razón, señor Presidente, en el momento de pronunciarme decidiré mi voto en esta materia.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Le señalaba a un Honorable colega que cuando hay una mirada pública sobre lo que uno habla en la Sala, uno tiende a pensar que está diciendo cosas muy inteligentes y, a veces, no es tan así. Y los restantes señores Senadores se ven obligados a escuchar, sobre todo hoy día, que estamos en el ojo público.



Señor Presidente, nuestro sistema legislativo es complejo. En este aspecto, reconozco que poseo conocimientos en algunas materias, y en otras, no. Los vericuetos de la economía y el ámbito en que se mueven los ingenieros comerciales y los economistas resultan bien complicados para mí.



Entonces, partiendo de la premisa que este asunto no corresponde a mi especialidad, no logro entender, cuando en el país tenemos un debate de ideas y se dice que el salario ético debiera ser de una cantidad equis…

La señora MATTHEI.- El ingreso, porque no es lo mismo.

El señor GÓMEZ.- El ingreso, perdón. Muchas gracias, Senadora señora Matthei.



Como digo, se discute acerca de un tema económico, pero tiene un fundamento ético. Entonces, cuando uno escucha a los especialistas, a quienes conocen de este asunto y lo analizan en las Comisiones, se tiende a pensar que el sistema es un tanto anómalo. Porque uno recibe los antecedentes en la Sala donde los debe estudiar y revisar, y también ha de confiar, por supuesto, en los que saben más e integran el órgano técnico pertinente.



Sin embargo, escuchaba que el 10 por ciento de los trabajadores formales percibe el sueldo mínimo. Que una cantidad importante de quienes se desempeñan de modo informal -no conozco el porcentaje- recibe menos que eso. Y que lo propuesto en la iniciativa, finalmente, afecta a las pymes, porque el aumento del ingreso mínimo les implica una serie de dificultades para el desarrollo de su actividad. 



Entonces, al sopesar cada uno de esos elementos, uno se encuentra con muchas dificultades al momento de votar. 



Además, cuando se observa -lo señalaba la Senadora señora Alvear- que un incremento de 5 por ciento habría significado un monto mejor, esto es, 7.950 pesos, y no los 6 mil que estamos aprobando hoy, y piensa en la gente que nos está escuchando y en quienes nos pedirán explicaciones en algún minuto, no logra entender cómo este debate se puede traducir en algo real. 



Porque el aumento produce una serie de efectos adicionales que se pueden explicar desde el punto de vista de la macroeconomía. Pero en la realidad, desde la perspectiva de la gente que recibe el sueldo mínimo, el monto es bastante exiguo.



Me voy a informar más para explicarlo alguna vez, pues sería interesante que las personas lo pudieran entender. 



Por otra parte, aquí uno escucha incendiarios discursos en contra del proyecto y luego se vota a favor, en circunstancias de que uno debiera ser consecuente con lo que dice. 



Entiendo que lo propuesto es lo máximo que se puede otorgar en un momento de crisis mundial, según se explicaba, y por los niveles de desempleo que exhibe nuestro país.



Por eso, uno no puede pronunciarse en contra de una iniciativa de esta naturaleza. Sobre todo con plazos de tramitación tan cortos. Tiene “discusión inmediata” y, por lo tanto, hay que despacharla hoy.



Mi reflexión final, señor Presidente, apunta a que en algún minuto debiera haber un debate mayor sobre la materia, por lo que significa para el país. Y que, realmente, se dé una buena explicación pública. Porque, terminada la discusión y la votación, no me cabe duda de que quienes representan a las organizaciones de trabajadores no quedarán conformes. Nosotros nos habremos pronunciado a favor y la opinión pública no entenderá cómo se llegó a la propuesta y a la votación resultantes.



Ello es, por esos vericuetos de la economía, inentendible. Y creo que, de una vez por todas, el Senado debiera sostener un debate a fondo acerca de estas materias y sobre las reales capacidades del país para establecer criterios de ingreso mínimo posibles de llevar a la práctica, que sean aceptables para aquellos trabajadores que, en esta oportunidad, verán aumentadas sus remuneraciones de 159 mil a 165 mil pesos mensuales.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quienes contamos con más de un período de ejercicio parlamentario hemos dicho y reiterado que esta discusión nos lleva a la ignominia, porque se nos obliga a votar a favor de algo que no compartimos. Y resulta extraordinariamente difícil decirles a los trabajadores que ganan el sueldo mínimo que aunque no nos guste lo que estamos aprobando, si no lo acogemos se quedan con lo anterior; es decir, sin alza en sus remuneraciones.



Claramente, este debate no debiera realizarse en el Parlamento. Lo hemos dicho muchas veces. Integré por 12 años la Comisión de Trabajo en la Cámara de Diputados y sostengo que discutir el sueldo mínimo -la única posibilidad que le cabe al Congreso es decir “sí o sí”, porque pronunciarse en contra implica que no haya aumento- constituye un ejercicio hasta inmoral.



Si existiera la posibilidad real de discutirle al Ministro el alza propuesta por el Gobierno, uno diría: “debatamos, porque podemos modificar el monto”. Pero en este ejercicio se sabe, de entrada, que ganó el titular de Hacienda, porque votar en contra significa que haya cero por ciento de reajuste. Y eso es más incomprensible que otorgar un pequeño aumento.



Por lo tanto, nos someten a un ejercicio de perdedores. Porque más allá de los discursos -todos quieren aumentar el ingreso mínimo- y de que algunos se abstengan o voten en contra del proyecto, el monto no va a subir. Si toda la Sala rechazara la iniciativa, no habría incremento. Y si todos votaran a favor, se acepta exactamente lo propuesto por el Gobierno, que ha sido ampliamente rechazado en los discursos.



Señor Presidente, casi medio millón de chilenos gana el salario mínimo -algunos dicen que más; es una cifra que nunca hemos podido dilucidar- y constituye el piso para quienes no tienen capacidad de negociar. ¡Y el 94 por ciento de los que laboran no negocia colectivamente! O sea, carecen de tal capacidad no solo los que reciben el sueldo mínimo, sino la inmensa mayoría de los trabajadores. Porque la Constitución establece lo que algunos llaman eufemísticamente “asimetrías” entre los poderosos y los débiles. Hay asimetría entre trabajadores y empleadores, entre empresarios y trabajadores. 



Por eso hemos dicho que aquí, en el Senado, debe haber una definición de líneas: o se está con los empresarios o se está con los trabajadores. Es necesario que exista esa definición, porque se debe privilegiar a los más débiles. Y, en tal sentido, un factor de equilibrio es el debate parlamentario.



A uno le sería factible decir: “Ministro, es cierto que no podemos subir más el salario mínimo, porque usted manda”.



Pero sucede que el Centro de Estudios Públicos -el mismo de las encuestas CEP, que ya han sido llevadas a un nivel de endiosamiento- sostiene algo que les quiero referir más adelante.



Señor Presidente, 48 horas de discusión legislativa no tienen ninguna lógica si queremos debatir de verdad lo relativo al sueldo mínimo.



Hemos pasado años analizando proyectos que consideramos importantes. Y si la razón nos dice que el ingreso mínimo mensual es relevante, ético, moral -la Iglesia ha hecho un llamado al respecto-, que el Parlamento lo estudie en dos días resulta inmoral. En ese lapso la discusión es apresurada; durante ella algunos buscan fijar posiciones, y otros, ganar votos.



Sería bueno crear un consejo consultivo, como asesor permanente, para que el sueldo mínimo no se debatiera en 48 horas, sino con tres meses de antelación, tal cual se hace con la iniciativa pertinente en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, donde se comienza a trabajar con bastante anticipación.



Para la determinación del ingreso mínimo, además, debería considerarse, como línea de acción, el establecimiento de una canasta diferenciada de la del IPC, más específica.



Le hemos pedido al Ministro -nos respondió de manera negativa con argumentos económicos- rebajar el IVA al pan, a la leche, a los productos básicos, pues para su adquisición los trabajadores desembolsan parte importante de su ingreso mínimo. Gastan 17 por ciento de él en transporte público, 11 por ciento en pan, en fin.



Por lo tanto, es imprescindible un IVA diferenciado. Porque este impuesto siempre es regresivo: 80 por ciento es pagado por los más pobres, por los asalariados; a los ricos, a los empresarios se lo devuelven. 



En consecuencia, una discusión sobre el impuesto al valor agregado es del todo necesaria. Lo hemos dicho muchas veces. Hay que volver sobre el punto, porque luego de que adoptamos el IVA, el año 37, se ha tratado la materia bajo una concepción de análisis muy reducida. 



El Centro de Estudios Públicos señala que “la tasa de empleo de los hombres que en 1993 promediaba un 73 por ciento el año pasado sólo alcanzó a un 67 por ciento.”. 



Pregunta luego sobre las razones de tal disminución, y cita, entre otras, el envejecimiento de la población. Pero agrega que ellas no son suficientes para explicar dicha caída, sino que hay otros factores, como el comportamiento del salario mínimo, que ha registrado un importante aumento, sobre todo a partir de 1997 y hasta el 2005. 



¿Cómo saber si el valor del ingreso mínimo es alto o bajo? El CEP manifiesta que una manera “es comparando su valor con la mediana salarial del país cuya evolución refleja aproximadamente la productividad del trabajo.”.



“El salario mínimo en Chile” -agrega- “se acerca a representar a nivel nacional cerca del 60 por ciento de la mediana salarial (hay algunas diferencias dependiendo de las fuentes utilizadas y de la definición de salario empleada). Ese es un nivel comparativamente muy alto. Sólo un país de aquellos, para los cuales hemos podido recopilar información, tiene un salario mínimo relativo más alto que el nuestro.”. 



“Estimamos” -sigue- “que alrededor de 46 mil jóvenes perdieron su empleo por el alza de dicho salario.”. 



Ahí se dice: aumentan los salarios, cae el empleo, particularmente en los más jóvenes. 



Ese es el estudio básico que hace el CEP. 



Y continúa: “Ésta es una cota mínima de pérdida de empleos (…) Nuevas alzas del salario mínimo pueden llevar a nuevas pérdidas de empleo. De hecho, si este sube un 5 por ciento otros ocho mil 500 jóvenes podrían perder su empleo.”. ¡Profético!



Esos son los economistas del Centro de Estudios Públicos, particularmente Harald Beyer.



Manuel Riesco dice otra cosa -y este es el debate entre los especialistas-: que “salarios y empleo, hipotéticamente y bajo ciertas condiciones estrambóticas, podrían llegar a moverse en sentido contrario.”. 



Y sigue: “Si ello fuera cierto,” -o sea, que si bajan los salarios sube el empleo, y viceversa- Pinochet “hubiera resuelto el problema del desempleo”, porque bajó a la mitad los salarios y llegamos al 30 por ciento de desempleo en la década del 80. 



En seguida, Riesco afirma: “Cuando los salarios crecen aumenta el empleo. Cuando sube el empleo mejoran los salarios. En las raras ocasiones en que bajan los salarios reales, al mismo tiempo se reduce el número de ocupados. Sólo cuando el empleo disminuye mucho es que llegan a reducirse los salarios reales. 



“No hay por donde. Ambos se mueven al unísono. Siempre.”.”.



El estudio de Beyer muestra el desempleo juvenil. Y todos sabemos por qué existe este: porque hay baja capacitación, porque no existe especialización. 



Por consiguiente, lo que se debe dilucidar es si el aumento del salario mínimo va a afectar o no a la ocupación. Este es el tema en debate. 



Y Riesco dice algo simple. La crisis se produce porque existe poco activo y baja la demanda. No hay a quien venderle. Y si la gente gana poco, no compra. Y si no compra, no se produce. Por ende, si las personas disponen de más plata para comprar, se genera mayor demanda y producción de bienes.



¡Las conclusiones del CEP son de película...!



Como han dicho aquí algunos colegas, ¡qué difícil es entender la economía!, ¡qué compleja es la economía! 



Ahora, como no soy especialista en la materia, me remitiré a lo que expresan quienes sí lo son: aquellos que van a publicar la encuesta CEP, de la que todos están pendientes y que tiene a muchos colgando de un hilo. 



En sus conclusiones, el Centro de Estudios Públicos señala: “El salario mínimo mirado en valor absoluto es ciertamente bajo. Si un hogar de tres personas recibiera solamente este ingreso caería debajo de la línea actual de pobreza. Resulta, entonces, tentador usar este salario mínimo como instrumento redistributivo. Sin embargo, habida cuenta de la realidad salarial del país, no se puede considerar que este salario sea bajo. De hecho, respecto de la mediana salarial del país, nuestro salario mínimo es de los más altos del mundo.”.



Y continúa: “la OCDE en su revisión del mercado laboral y de las políticas sociales nacionales, argumentó que había poco espacio para seguir subiendo el salario mínimo. Compartimos esa visión.”. 



“Sería un error, entonces,” -concluye el CEP-, “aspirar a alzas importantes en el salario mínimo. La aspiración por una mejor distribución del ingreso se debe lograr a través de otras iniciativas. El salario mínimo, dado su actual nivel, no es un instrumento apropiado para tales propósitos.”. 



Surgen, pues, la preguntas: ¿Cuáles son las otras iniciativas? ¿Cómo logramos una mejor redistribución del ingreso? Porque, al final del día, lo que importa son las “lucas” recibidas, el ingreso total, el ingreso familiar, sea a través del salario mínimo, sea mediante otros beneficios o mecanismos. 



En tal sentido, ¿cómo redistribuimos?; ¿cómo hacemos que el 10 por ciento del país, que recibe 50 por ciento del PIB, redistribuya?; ¿cómo logramos que los poderosos que han acumulado riqueza durante cuatro Gobiernos de la Concertación distribuyan algo? 



El CEP dice que el salario mínimo no es una posibilidad. 



Resulta muy complejo explicarles a 4 millones de trabajadores la aprobación por el Senado de un aumento inmoral en el salario mínimo: 6 mil pesos, que significan algo más de 6 kilos y medio de pan.



La pregunta entonces, tanto para la Derecha como para el Ministro de Hacienda, es de qué manera proceder, si no podemos subir el salario mínimo sin afectar el empleo, si no es factible usar dicho ingreso como mecanismo redistributivo, para que haya mejor redistribución de la riqueza en un país altamente injusto y con una elevada concentración económica.



¡Ese es el debate! 



Por eso pido que la discusión de esta materia no se realice en 48 horas, sino 3 ó 4 meses antes. Porque todos decimos estar en contra de la concentración económica y que deseamos una mejor redistribución del ingreso; sin embargo, cuando sostenemos que el ingreso mínimo -aunque imperfecto- puede ayudar a tales objetivos, se afirma que su incremento traerá consigo una disminución del empleo. Eso dice el CEP. Y Riesco sostiene lo contrario.



Entonces, se trata de un debate entre economistas. 



En todo caso, lo cierto es que, más allá de Beyer o de Riesco, la gente tiene hambre, lo está pasando mal, no puede pagar la luz ni el agua. Hay problemas. Y nos miran como una élite que en 48 horas discute lo que para esa gente es la vida, el sueldo que recibe cada mes, con el cual debe sobrevivir.



Señor Presidente, yo demando de este Parlamento, de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, de la Comisión de Hacienda el cambio de los parámetros, para no debatir año tras año, en dos días, el sueldo mínimo.



Asimismo, solicito una discusión profunda sobre lo que concluyó el Centro de Estudios Públicos.



“El salario mínimo no es el mejor mecanismo para redistribuir”. Entonces, ¿cuál? ¿Más impuestos?



Pedimos el royalty minero; la Derecha votó en contra. Y le salió gratis, pues nadie lo supo en el país. También solicitamos aumentar los impuestos a las grandes empresas, que en Chile son de 17 por ciento, mientras en Argentina, de 30, y en Ecuador, de 36. O sea, tenemos para dicho sector la tasa impositiva más baja.



Entonces, ¿cómo redistribuimos si se niega que el sueldo mínimo sirve para redistribuir?



Igualmente, hay oposición al debate tributario, ya que, según dicen, los empresarios se asustan. Se sostiene que los capitalistas mineros no van a invertir si aumentamos los impuestos. 



Entonces -insisto-, ¿cómo redistribuimos?; ¿de qué manera luchamos de verdad contra la pobreza y no repartimos limosnas?; ¿por qué los que se golpean el pecho cada domingo y dicen ser partidarios de la fe cristiana no se comportan consecuentemente cuando deben resolver sobre los salarios y la economía?



Ojalá estuviera vivo el Padre Hurtado -hay varios devotos de él-, quien decía “Hay que dar hasta que duela”. Sin embargo, a algunos les empieza a doler la manito apenas la meten al bolsillo, y en definitiva ¡no sacan nada…!



Claramente, tenemos un tipo de empresario, como el que financia al CEP, que nos da esa lección de economía, con la cual no vamos a redistribuir.



Por eso, la única manera de que los trabajadores aumenten sus ingresos es con movilización social, con organización, y no con un debate en el Senado, que en definitiva aprobará lo que todos sabemos: un salario mínimo indigno e inmoral.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- Silencio, por favor.



Tiene la palabra la Honorable señora Matthei, en su segundo discurso.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención las intervenciones de quienes piensan que la situación mejoraría si aumentáramos el salario mínimo.



Pues bien, en medio de la crisis de 1997 -la crisis asiática-, el Gobierno hizo justamente aquello: aumentó el sueldo mínimo en 40 por ciento. E imagino que muchos de los que hoy día han pronunciado discursos tan encendidos deben de haber aplaudido en ese minuto.



El problema radicó en que mientras todas las naciones del Asia, donde se originó la crisis, recuperaron sus niveles de empleo en 2 años, en Chile han pasado 11 y nunca más hemos vuelto a tener las tasas de entonces. 



¡Tal fue el efecto devastador que tuvo la medida populista y demagógica de aumentar el salario mínimo en 40 por ciento!



Mientras el desempleo en nuestro país solía ser de aproximadamente 400 mil personas antes de la crisis asiática, después de ella nunca hemos bajado de 600 mil. Ahora vamos a llegar, quizá, a sobre 800 mil. Y si no fuera porque en el Ejecutivo hay gente bastante más razonable que muchos de quienes han intervenido aquí, con seguridad tendríamos permanentemente 800 mil cesantes.



Ahora bien, podemos debatir el tema del salario mínimo cuando quieran. Y yo, como Presidenta de la Comisión de Hacienda, voy a citar a una reunión especial, cuando no estén las tribunas llenas, para conocer los diversos estudios internacionales que hay sobre la relación entre salario mínimo y desempleo.



Porque, a mi juicio, eso es lo que debemos hacer: informarnos con buenos estudios, no con algunos de los citados acá, que, además, falsean la información de manera salvaje.



El año 83, en efecto, hubo mucha cesantía. Y la gente de la entonces Concertación decía que los niveles de empleo no se recuperarían sino hasta el 2000 -eso sí que está por escrito-; sin embargo, la recuperación demoró cinco años, justamente porque había flexibilidades laboral y salarial.



En consecuencia, señor Presidente, nos reuniremos en la Comisión de Hacienda. Y sería muy bueno que participaran los señores Senadores que hoy han pronunciado discursos muy encendidos, para que conocieran cuáles son los datos reales, emanados de economistas de todos los sectores políticos. Los invitaremos a todos, sin la presión que sentimos ahora, al debate del proyecto sobre salario mínimo.

El señor VÁSQUEZ.- Ingreso mínimo.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, debo aclarar que hay una diferencia entre salario mínimo e ingreso mínimo.



Salario mínimo es el que paga la empresa.



En cambio, el ingreso mínimo está constituido por lo que recibe la familia, de muchas formas. Por ejemplo, a través del subsidio único familiar; de la asignación familiar; de las pensiones básicas solidarias; de subsidios al agua potable, a la educación, a la salud; del bono extraordinario de 40 mil pesos (espero que lo aprobemos en unos momentos más).



Todo eso forma parte del ingreso mínimo, no del salario mínimo.



Ahora, de lo que se trata es de llevar el ingreso mínimo a una cantidad tal que le permita a la gente vivir en forma digna. El esfuerzo debemos hacerlo en el Estado, precisamente focalizando todos los subsidios en la gente de bajos recursos. Y eso es  lo que se ha estado tratando de llevar a cabo, de manera seria.



Señor Presidente, a toda la gente que piensa que el salario mínimo de 165 mil pesos es muy bajo deseo expresarle que el año pasado fui a la India, donde me impresioné inmensamente cuando me enteré de la existencia de profesionales -abogados, ingenieros, quienes además eran bilingües (hablaban inglés perfectamente)- que ganaban 250 dólares al mes. ¡250 dólares al mes, profesionales bilingües!



Díganme cómo puede competir una empresa chilena con las importaciones que vienen de países como aquel si pagan 165 mil pesos a personas que no son profesionales ni bilingües.



Ese es nuestro drama: el drama de la competitividad, de una economía abierta.



Pero el problema estriba en que Chile, por ser un país tan pequeño, no puede darse el lujo de estar en una economía cerrada.



Si participamos en una economía abierta, tenemos que competir. Y si queremos mejorar el nivel de vida de las personas, debemos hacer tres cosas.



Una, focalizar todos los subsidios estatales en la gente que realmente los necesita, a fin de elevar el ingreso mínimo.



Dos, mejorar la educación de tal manera que nuestros trabajadores puedan acceder a mejores empleos y recibir un salario digno, mucho mejor que el sueldo mínimo actual. Pero esto pasa por la educación, que hoy día es vergonzosa. Porque si existen enormes diferencias en Chile, es justamente por la pésima calidad de la enseñanza que reciben los niños más pobres. ¡40 por ciento de los jóvenes que egresan de cuarto medio no entienden lo que leen! ¡Esta es la educación que les estamos dando a nuestros niños!



Y tres, tenemos que crecer muy rápidamente, para generar más empleo.



¡Eso es lo que debemos hacer si deseamos analizar esta materia con seriedad!



Señor Presidente, creo que el Gobierno ha hecho un esfuerzo serio para fijar un salario mínimo que proteja, por un lado, a los trabajadores que no tienen poder de negociación, y por otro, el empleo.



Y a quienes estimen que no existe esa relación les mostraremos las curvas de lo que sucedió cuando el Gobierno de la Concertación del año 97 aumentó en 40 por ciento el salario mínimo, justamente en período de crisis, condenando a cientos de miles de chilenos a la cesantía durante mucho tiempo (algunos todavía están desocupados). Y discutiremos con cifras y estudios, en forma seria. Porque cada vez que sostenemos el debate a que nos hallamos abocados se escuchan los mismos argumentos de siempre.

El señor NOVOA (Presidente).- Quedan dos inscritos para usar de la palabra: los Honorables señores Longueira y Escalona.



Como se ha solicitado abrir la votación, consulto a Sus Señorías si les parecen suficientes los cinco minutos que se conceden para fundar el pronunciamiento.

El señor LONGUEIRA.- No, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, cada uno de ustedes dispondrá de 15 minutos para intervenir.



Por cierto, los demás señores Senadores podrán explicar su voto durante el tiempo que corresponde.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no sé si ocuparé los 15 minutos, pero, al escuchar una discusión como esta, la verdad es que me pongo cada vez más presidencialista. Y me alegro de que la atribución del Primer Mandatario no recaiga en el Congreso.



Creo que la iniciativa que nos ocupa siempre ha permitido escuchar a los que hacen demagogia, a los que le hablan a la galería, a los que, siendo parte del Gobierno, se dan el lujo de criticarlo. Año a año, ella hace posible comprobar si algunos han creado alguna vez una empresa o generado un empleo. Pienso que pocas ocasiones como la presente proporcionan una radiografía de la demagogia y el populismo que se practican en nuestro país.



No me he referido a nadie en particular. ¡Algunos, que ya se han puesto nerviosos, se aprestan a interrumpir…!

El señor ROMERO.- ¡Los estamos mirando…!

El señor LONGUEIRA.- Pero la verdad es que no solo les estamos dando hoy día trabajo a los chilenos. También muchos peruanos y bolivianos, fruto de otros populismos, vienen a ganar el sueldo mínimo a Chile. Tal vez, uno de los problemas que deberemos enfrentar es precisamente la inmigración de personas que se radican en nuestro país con ese objetivo.



Hace tres años, señor Presidente, propuse establecer el sueldo ético. Nadie me hizo mucho caso hasta que Monseñor Goic asimismo lo hizo presente, días después de leer una carta que envié a “El Mercurio” de Santiago.



El planteamiento respecto de un proyecto de ley sobre el particular se refería, obviamente, a una prestación de carácter voluntario. Constituía una definición que quería que se contemplara en el Código del Trabajo, para señalar que la obtención de un ingreso menor, de acuerdo con nuestros parámetros, significaba hallarse bajo la línea de la pobreza.



Obviamente, se trataba de algo muy distinto que el sueldo mínimo, que fijamos por ley, porque el efecto es completamente diferente. Era una referencia a la sociedad, con el objeto de que todos hiciéramos un esfuerzo tendiente a que el sueldo de una persona que trabaja durante un mes no la ubicase finalmente en una situación inferior a dicho límite.



Porque encuentro que eso es lo dramático en nuestro país: que no logremos que el ingreso fruto del esfuerzo de chilenos que trabajan el mes completo les permita ponerse sobre la línea de la pobreza.



Por eso, se trataba de una definición, de una señal a la sociedad.



Lamentablemente, el proyecto fue declarado inadmisible -no comparto los argumentos que se esgrimieron-, y el Ejecutivo se comprometió a prestarle patrocinio para que fuera debatido. Ello no ha ocurrido hasta la fecha.



Pero, conociendo a todos los señores Senadores, no sé de alguien que quisiera que el sueldo mínimo fuese mucho más de lo que es. Lo que me preocupa es que una legislación como esta sea utilizada y no actuemos con seriedad. Creo que si algo tiene que distinguir a una Corporación como la nuestra es precisamente la responsabilidad con la que discute iniciativas tan trascendentales. Por eso, me alegro -y tal vez resulte feo que un parlamentario lo reconozca- de que no tengamos atribución en la materia.



Porque, finalmente, al fijar un salario mínimo que no es el que corresponde de acuerdo con la inflación y la productividad de las personas, lo que generamos es que algunos ganen cero. ¡Si ese es el ingreso mínimo de un país: el no tener trabajo, no el que determinamos aquí!



Se ha dicho que las pymes generan 80 por ciento del empleo en el país. ¡Si muchos pequeños y medianos empresarios son pobres o de clase media -y ganan incluso ellos mismos el sueldo mínimo- y dan empleo y pagan sueldos mínimos a otras personas!



Entonces, resulta muy fácil, con motivo de un proyecto como el que discutimos, hablarle a la galería, como estamos acostumbrados. Afortunadamente, a estos que le hablan a la galería les va bastante mal en las encuestas, por ofrecer un sindicalismo y un estatismo trasnochados.



No me refiero a nadie en particular, señor Presidente. Veo que usted se ríe.



¡Pero qué bueno saber que en Chile existe una cultura mayor para distinguir al demagogo, al populista, al que le habla a la galería!



Es mucho más difícil actuar con rectitud y seriedad y pronunciarse a favor del proyecto. Para nosotros, como opositores, resultaría mucho más cómodo abstenernos o decidir cómo votar cuando vayamos a hacerlo. ¡Porque encuentro que esto último sí que es lo más original que he escuchado en la Sala! En consecuencia, reclamo un poquito más de seriedad, ya que estamos apuntando precisamente a las familias más pobres del país.



Por desgracia, 10 por ciento de la fuerza laboral formal recibe el ingreso mínimo. ¿Se quiere aumentar la fuerza laboral o la que sale del mundo del empleo con cero remuneración?



Deseo preguntar a estos populistas qué es más justo: ¿contratar a una persona por 300 mil pesos o que existan dos familias con el sueldo mínimo? Lo más probable es que para estos demagogos lo es el empresario que paga 300 mil pesos y emplea a uno solo. Por mi parte, considero que lo es el que da trabajo a dos por el sueldo mínimo, ya que ello permite al menos que dos familias cuenten con un ingreso, y no que una obtenga 300 mil pesos y la otra cero.



Eso es lo que estamos definiendo aquí.



¿O alguien en la Sala disfruta con el salario mínimo vigente? ¿O alguno de los presentes no quisiera que lo aumentáramos en 10 por ciento?



Entonces, no hagamos demagogia. La verdad es que eso es lo que ha destruido a los países, señor Presidente. Y es lo que ha provocado que ahora se encuentren en Chile -vayan Sus Señorías al norte- miles de peruanos, bolivianos, ecuatorianos y venezolanos.



Por fortuna, el chileno tiene hoy más cultura cívica, más información, y se da cuenta de cómo es esa gente. Sabe que si la siguiera, tampoco le proporcionaría mejores ingresos, sino que le repartiría miseria, como lo están haciendo en muchas naciones latinoamericanas.



Siendo opositor, señor Presidente, celebro que un Gobierno tenga la seriedad de decir que no se puede dar más que lo propuesto. Obviamente, todos quisiéramos otorgar mucho más. Pero es bueno que el país vea a estos demagogos, a estos neopopulistas, que se levantan reclamando por los problemas de la gente y son incapaces de exponer soluciones serias.



Este es un proyecto que nos permite distinguirnos como Institución. Y, por ello, voy a votar a favor, ya que creo que tenemos que actuar con seriedad en la política.

El señor NOVOA (Presidente).- Antes de dar la palabra al Senador señor Escalona, el señor Secretario hará una precisión respecto de la información que aparece en las pantallas del Hemiciclo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los señores Senadores pueden ver que se anuncia que se está tratando el “Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga bono extraordinario para los sectores de menores ingresos”.



Ocurre que el sistema computacional no reconoce a la iniciativa que reajusta el monto del ingreso mínimo, por haber sido agregada a la tabla, y registra, entonces, la que figura como número 1 en el Orden del Día original.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo que en la discusión no se ha subrayado con suficiente energía un aspecto que, a mi juicio, es importante que asuma la opinión pública -o que esta, tal vez, asume mucho mejor que nosotros-, cual es que vivimos una situación difícil.



El momento económico es complejo y Chile lo está sobrellevando relativamente bien por una razón que es responsabilidad de los Gobiernos de la Concertación -en cierto instante, muy vapuleados en el curso del debate-: la política de responsabilidad fiscal. Ello posibilitó que el país tuviera ahorros y que la bonanza del precio del cobre no se perdiese y esos recursos no se dilapidasen.



Digo esto, señor Presidente, porque el lunes la Comisión Mixta de Presupuestos conoció -y la opinión pública lo supo ese mismo día y el martes- el informe del Director de Presupuestos en que se señala al órgano técnico especializado del Congreso Nacional que en el curso de estos meses ha tenido lugar una brusca y seria reducción de los ingresos fiscales. 



Y el país cuenta con recursos para hacer frente a una brusca y seria reducción de los ingresos fiscales, a un descenso drástico de la tributación por efecto del impacto de la crisis mundial tanto en la economía nacional cuanto en grupos económicos gravitantes para ella.



Lo han informado diferentes medios. “El Mercurio” publicó hace unas pocas semanas un infograma que señalaba que algunos de los principales grupos económicos del país se han reducido, en activos financieros, a 40 por ciento de lo que era el total de estos al inicio de la crisis.



Y esto no se debe exclusiva ni fundamentalmente a problemas internos de la economía, sino que dice relación a que Chile ya forma parte de la economía global y parte de las inversiones de grupos chilenos en el exterior fueron drásticamente golpeadas por la crisis mundial.



Son conocidas, en el caso de la Quinta Región, las serias dificultades de la Compañía Sud Americana de Vapores. Se han escrito innumerables artículos acerca de que sus buques quedaron cargados cuando las órdenes de comercialización fueron cerradas para los transportes que cruzaban de China a Estados Unidos.



Entonces, enfrentamos un problema muy grave: una drástica disminución de los ingresos del Fisco, porque hay menos tributación. Y eso tiene que ver ahora con la posibilidad de un aumento del salario mínimo y de que no se restrinja la política social, de que se mantenga el gasto social.



Incluso más: se puede incrementar este último con medidas que todos los chilenos aplauden, como el bono otorgado el mes de marzo recién pasado y como el que será tratado después en la tabla -tal como explicó recién el señor Secretario y que se halla anunciado en las pantallas-, de carácter extraordinario, para las familias más pobres.



Es decir, el hecho de que se pueda mantener -e incluso aumentar- el gasto en circunstancias de que el Fisco cuenta en sus arcas con menos recursos por concepto de tributación tiene que ver con que se aplicó una política de superávit estructural que permite que el país conserve hoy el gasto social y haga frente a los aspectos más difíciles de la coyuntura económica, logrando favorecer a los sectores modestos y de menos ingresos. 



Cuando se insinúa que las políticas de los Gobiernos de la Concertación han sido un fracaso, creo que es preciso considerar la verdad en su conjunto. Porque todas las fuerzas políticas han cometido errores. Puedo consignar, por ejemplo, que la Comisión Mixta de Presupuestos, en el año 2005, invitó a los cuatro candidatos presidenciales de la época a exponer su programa económico y que solo Michelle Bachelet defendió la política del superávit estructural. Por su parte, Sebastián Piñera -y esto consta en las actas del Congreso- señaló que no correspondía que el Fisco hiciera como las abuelitas y guardara la plata debajo del colchón, de modo que los recursos del erario se tenían que gastar.



No insinuemos, entonces, que en el Congreso existen sectores que saben de economía y otros que no saben, porque, habitualmente, esa consideración resulta sesgada, con la intención de poner en tela de juicio la capacidad de gobernabilidad de la Concertación.



Y, al respecto, deseo referirme en forma muy directa a la Senadora señora Matthei, con todo el respeto que me merecen su tenacidad y esfuerzo de trabajo en la Comisión de Hacienda. Quiero destacar, con mucha crudeza, que no se puede medir la dictadura con la democracia. Porque los estragos causados por la crisis de 1982 y 1983 no son comparables con los efectos de la crisis asiática, si se consideran todas las secuelas provocadas durante una década por el impacto de la primera, la drástica reducción que originó en el producto nacional, la enorme cantidad de desempleados que generó, la indigencia a que dio lugar, la pobreza que masificó.



Y, sin duda, cuando a fines de 1990 el Fisco no disponía de la cantidad de ahorros que ahora posee y no podía, por lo tanto, financiar lo mismo que hoy día, uno de los instrumentos, perfectamente legítimos, para evitar la contracción de la capacidad de consumo de los sectores populares era el reajuste del salario mínimo. 



No son situaciones comparables, en consecuencia. Porque en este momento no solo estamos haciendo referencia al reajuste del salario mínimo, sino también al bono de marzo, a aquel que votaremos en un rato más, a la pensión básica solidaria, al adelanto de la reforma previsional, al millón de personas que en el mes de septiembre serán incorporadas a esta última y recibirán el aporte previsional solidario. O sea, estamos refiriéndonos a una política social con la cual el país todavía no contaba en la segunda mitad de los años noventa. 



Y la política económica y social ha sido implementada -el Senador que habla lo reconoce- con la colaboración, con la actitud constructiva de la Oposición. Pero no se puede insinuar, a la inversa, que la Concertación siempre se halla marcada simplemente por el síndrome del dispendio o de la incapacidad de hacer frente a las tensiones o presiones sociales que genera una política de esta naturaleza. Porque el año pasado, efectivamente, aquí mismo, en el Senado, tuvimos que hacer frente a la discusión del reajuste del sector público con un paro. Ello, debido a que, desde el punto de vista de la gobernabilidad del país, cuesta mucho explicar una política de ahorro cuando hay abundancia. 



Y el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet enfrentó durante estos años -por lo menos hasta que comenzó la crisis- una fuerte tensión social, porque sectores muy importantes de nuestro país no entendían la política del ahorro en tiempos de abundancia y querían resolver necesidades sociales apremiantes. La gradualidad de las reformas sociales en aquella época no fue comprendida en profundidad. 



Por ello, debo decir -alguna vez hay que decirlo- que el Partido Socialista se enorgullece de haber acompañado a la Presidenta Bachelet en todo ese período y de no haber sostenido -sí lo hizo Sebastián Piñera- que se debía gastar la plata porque no correspondía obrar como las abuelitas, que la guardan bajo el colchón. 



Es cierto que tuvimos incomprensiones y que debimos sortear dificultades. ¡Pero ahí está el fruto de la capacidad de dar gobernabilidad al país!



En ese punto, le encuentro razón al alegato de la Senadora Matthei y del Senador Longueira: ¡resulta absurdo que, dentro de la propia Concertación, algunos no tomen nota de que el Gobierno cuenta con más del 50 por ciento del respaldo ciudadano, y la Presidenta, con el 70 por ciento!



Dicho de otra manera, no cabe duda de que los ciudadanos resultan ser más sabios que algunos que se dedican profesionalmente a la política. Hay muchos que, desde su condición inmediata, desde su forma de ver el país, muestran una comprensión más profunda de los asuntos del Estado que quienes son financiados por este para preocuparse de ellos, como es el caso de algunos parlamentarios.



Pero es así. Son gajes de la vida y avatares de la política.



En lo personal, comparto el discurso expresado acá de que la política no se puede hacer en función de la popularidad, porque ello pervierte y deforma, desvía la mirada de los hechos de fondo y de las acciones concretas simplemente por la foto, por el titular en los medios de comunicación o por la cuña televisiva. 



Ese es un gran mal que aqueja a la política en estos días. Tales circunstancias rodean incluso la presente discusión. Por eso la tentación por el destello de un flash o por el pantallazo es tan fuerte.



En todo caso, sin perjuicio de las circunstancias y contingencias descritas, los partidos de la Concertación, a la postre, damos claras muestras de la capacidad de gobernabilidad y de entender el país más allá del estrecho límite de nuestras fronteras partidarias e incluso de la propia coalición. Más allá de los temas de la política contingente, aquí hay algo mayor que se llama “Chile”. 



Voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Quiero fundamentar el voto, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, con ocasión del debate de este proyecto de ley hemos presenciado algunas definiciones políticas no menores. Podríamos contribuir a incrementarlas, pero no es mi ánimo hacerlo. Ya bastante confusión hay en el país para que lo enredemos más todavía con consideraciones relativas al salario mínimo.



Con todo, quiero plantear hoy día, responsablemente, un par de cosas que me parecen importantes.



En un primer momento, el señor Ministro de Hacienda nos dijo, de manera responsable, que la crisis económica no nos iba a llegar; después, que Chile estaba blindado y que no habría problemas, y por último, que se disponía de recursos suficientes para superarla y que las cosas andarían bien.



Pues bien, las cosas están como están. 



Al debatirse una iniciativa como esta, sobre reajuste del salario mínimo, con dos posiciones tan encontradas -la del Gobierno y la de la Central Unitaria de Trabajadores-, uno tiende a preguntarse si el país realmente está en condiciones de evitar que, para superar la crisis o el problema de coyuntura importante que vivimos, todo el esfuerzo lo hagan, una vez más, los sectores de menores ingresos y los trabajadores. Esa es la conclusión que queda, de alguna forma, entre nosotros con la solución propuesta.



En mi opinión, hay razones de fondo -yo las considero así- para que el señor Ministro de Hacienda presente este proyecto y para que uno, con responsabilidad, lo apoye. Sin embargo, igual me habría gustado que en esta materia hubiese existido un poco más de comprensión hacia el sector afectado y que otros actores de la vida nacional contribuyesen con más.



Señor Presidente, concurriré con mi voto a la aprobación de la iniciativa, pero dejo constancia de algo que no me parece menor: son los trabajadores quienes siempre terminan aportando en mayor medida a superar cuanta crisis se nos pone por delante.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri para fundar su voto.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, siempre es materia de controversia determinar cuánto puede subir el ingreso mínimo sin que se afecten los niveles de empleo. 



Y digo “controversia” porque es bastante evidente que las causales estructurales y más de fondo de la cesantía no tienen que ver con el nivel salarial ni, en particular, con el sueldo mínimo, el cual, por lo demás, no lo percibe una mayoría de los trabajadores, como aquí se ha dicho, sino alrededor de 550 mil, sobre una masa laboral de más de 6 millones. Y se trata de los trabajadores con menos productividad.



Yo represento una Región donde, por desgracia, el salario mínimo todavía es muy común. En las zonas agrícolas del valle central cubre a un porcentaje bastante mayor de trabajadores que en el resto de la economía. Por lo tanto, la idea de que un reajuste elevado conspira necesariamente contra el empleo no tiene ningún fundamento empírico y es materia de una controversia teórica que no está resuelta. No hay ninguna fórmula mágica que indique esa relación.



En lo personal, creo que la dificultad para recuperar los niveles de empleo después de la crisis del 90 no guarda relación con la flexibilidad laboral, contrariamente a lo sostenido por muchos economistas neoliberales, sino con algunos factores más estructurales del tipo de desarrollo económico en que estamos inmersos.



Valoro la propuesta que se nos presenta, en primer lugar, porque el Gobierno tuvo flexibilidad en la discusión parlamentaria para mejorar su planteamiento inicial. Entramos ayer con 4 mil pesos de aumento (2,5 por ciento más) y salimos con 6 mil. 



Por supuesto, no es el incremento que quería la Central Unitaria de Trabajadores. A mi juicio, en un período de contracción pedir 13 por ciento de incremento, sin duda, es poco prudente. Eso lo entienden incluso quienes propusieron aquella cifra. Es una vieja y sana costumbre sindical la del “tejo pasado”. No la critico a priori. 



Pero -reitero- valoro la flexibilidad que se tuvo.



Por otra parte, se escucharon en sectores del empresariado voces que llamaban a congelar el salario mínimo, las cuales reflejan la idea, a mi juicio profundamente equivocada y falsa, de que este instrumento -en Chile no es muy alto; supera en poco el promedio del ingreso mínimo de América Latina, pero tenemos una economía bastante más desarrollada que la de muchos países de la región- es causa de desempleo.



Yo no comparto esa percepción.



La desocupación actual no tiene que ver con la flexibilización laboral, sino básicamente con la crisis mundial. En mi Región, los altos índices de cesantía de los sectores más críticos (por ejemplo, la exportación de madera) no obedecen a las leyes laborales, sino a la contracción de la demanda estadounidense producto de la crisis subprime.


También valoro el aumento de la asignación familiar y del subsidio único familiar. Este último se incrementa en 13 por ciento. Con dicha alza estamos mejorando una prestación de mucha importancia en el presupuesto familiar de los sectores que reciben el beneficio, los cuales no están incorporados plenamente a la economía como aquellos que perciben ingresos menores a 170 mil pesos.



Finalmente, respecto del debate suscitado sobre la crisis, discrepo de quienes -en particular del señor Senador que me precedió en el uso de la palabra- han sostenido que el Gobierno no ha enfrentado la crisis. La Presidenta Bachelet ha sido enfática en esta materia. 



Aquí el que más se equivocó al comienzo fue el Banco Central,…

El señor NARANJO.- Así fue.

El señor GAZMURI.-… no el Ejecutivo, pues adoptó medidas completamente descaminadas. Pero luego se llegó a una convergencia entre la política fiscal y la monetaria, como se observa hoy día.



Si algo reconoce el país, es que el Gobierno ha hecho esfuerzos mayores por que el peso de la crisis, a diferencia de otras ocasiones, no recaiga en los sectores más débiles. El conjunto de medidas que se han ido tomando demuestran que el Gobierno ha enfrentado la situación con prontitud. Como es evidente, no pudo evitar todos sus efectos, pero ha realizado esfuerzos fiscales considerables para intentar reactivar la economía, impulsando una fuerte inyección de inversión pública destinada a estimular el desarrollo de la pequeña y mediana empresas, la contratación de mano de obra juvenil, la implementación de programas de distinto tipo.



El proyecto que nos ocupa forma parte de esa política y…

El señor NOVOA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- ¿Me podría dar un minuto más, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Ya le dimos uno adicional. Pero le concederé otro para que redondee su idea.



Continúe, Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Gracias, señor Presidente.



Decía que parte de esa política la estamos debatiendo en la presente sesión. Porque después del despacho de esta iniciativa vamos a aprobar -espero que por unanimidad- el proyecto que otorga el “bono de agosto”, que sin duda representa un complemento significativo para una cantidad muy importante de familias en un mes donde el desempleo estacional tiende a subir. Y eso en mi Región es de mucha relevancia.



Por lo tanto, la iniciativa que nos ocupa y la que vendrá dan cuenta de una política que reafirma el hecho de que la crisis no la están pagando los sectores más débiles y desposeídos. La última gran crisis que afectó al país, la de 1983, sí fue asumida brutalmente por ellos.



Voto a favor.



Gracias por el tiempo adicional, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos a favor y 3 abstenciones); por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Muñoz Barra, Navarro y Ruiz-Esquide.

BONO EXTRAORDINARIO PARA SECTORES DE MENORES INGRESOS E INCENTIVOS TRIBUTARIOS TRANSITORIOS
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono extraordinario a los sectores de menores ingresos e introduce modificaciones a la ley Nº 20.259 y otros cuerpos legales, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6561-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 25ª, en 10 de junio de 2009.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 26ª, en 16 de junio de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales del proyecto son los siguientes:



-Otorgar un bono extraordinario de 40 mil pesos por carga familiar para los sectores que perciban un sueldo mensual igual o inferior a 441.274 pesos;



-Limitar transitoriamente el impuesto a las gasolinas automotrices, y



-Extender la recuperación parcial de lo pagado por el impuesto específico al petróleo diésel a favor de las empresas de transporte de carga.



La Comisión de Hacienda debatió el proyecto tanto en general cuanto en particular y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.



En la discusión particular, la Comisión aprobó por unanimidad los artículos 1º, 2º y 3º permanentes y los artículos primero, tercero y cuarto transitorios.



El artículo segundo transitorio, referido a la extensión del reintegro del impuesto al petróleo diésel en porcentajes diferenciados en función de los ingresos anuales de las empresas de transporte de carga, fue aprobado con los votos favorables de los Senadores señora Matthei y señores Escalona y García, y el voto en contra del Honorable señor Pizarro.



El texto propuesto por la Comisión se transcribe en el informe respectivo y corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe dejar constancia de que el inciso tercero del artículo 1º tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.

La señora MATTHEI.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en primer lugar, debo manifestar que celebramos el otorgamiento del bono de 40 mil pesos.



Este es el tipo de medidas que se requieren en tiempos de crisis, como los que vivimos hoy día. Ello, porque tal beneficio, primero, forma parte de una política fiscal anticíclica, orientada a aumentar el gasto con el propósito de mover la economía, y segundo, porque está enfocado a la gente que más lo necesita. Desde el punto de vista social y de la equidad, eso es justamente lo que se precisa.



Considero que tales medidas son las que pueden aumentar el ingreso sin acrecentar la falta de competitividad de las empresas chilenas. A eso me refería cuando hablábamos de la diferencia entre ingreso mínimo y salario mínimo.



Por lo tanto, anuncio que aprobaremos con gusto el bono de 40 mil pesos, que recibirán todas las personas que perciban el subsidio único familiar y la asignación familiar, las cargas de las familias adscritas al “Chile Solidario” y también los beneficiados con el subsidio de cesantía.



Asimismo, me alegra en forma especial que este bono se pague al cónyuge que posea la tuición de los niños o al que tenga derecho a alimentos decretados judicialmente. Esto es muy importante, porque muchos padres inscriben a sus hijos como cargas pero están atrasados en el pago de alimentos y no se preocupan de aquellos ni de su ex mujer. Por consiguiente, el pago irá directamente al cónyuge que tiene a los hijos a su cargo.



Además, señor Presidente, se asegura que todas las personas beneficiadas con el bono otorgado en marzo recibirán el que ahora se propone, aunque entremedio hayan perdido su empleo y, por ende, ya no perciban asignación familiar y aún no estén recibiendo subsidio único familiar.



Por lo tanto, el bono se encuentra bien pensado, está bien diseñado, es lo que se requiere, y lo aprobamos realmente con mucha convicción.



En segundo lugar, se aborda una materia que también consideramos razonable, que consiste básicamente en rebajar, creo que hasta abril del próximo año, el tope para el impuesto específico a las gasolinas. La tabla actual llega hasta 6 UTM por metro cúbico, dependiendo del precio internacional de los combustibles. Con la modificación, hasta el mes ya mencionado no podrá llegar a 6 UTM, sino solo a 4,5 UTM. Y eso nos parece adecuado.



Es muy posible que si el valor de los últimos doce meses sigue bajando aumente el impuesto que se paga en este minuto. Pero por lo menos su techo será ahora de 4,5 UTM, menor al vigente, que es -repito- de 6 UTM.



En consecuencia, también aprobamos la enmienda señalada.



Respecto del tercer tema, se abrió una discusión. Se trata, probablemente, de una de las materias más complejas que nos haya tocado debatir en la Comisión de Hacienda en el último tiempo.



Y lo es porque, por un lado, todos reconocemos que los transportistas pequeños han sufrido enormes problemas en los años recientes. Cuando se incrementó fuertemente el precio de los combustibles, ellos en general no subieron sus tarifas. Y eso, en el fondo, significó que debieron “comerse” el aumento de costos y que muchos operaran casi a pérdida. Además, como la mayoría son pequeños, tienen acceso caro a todos los repuestos, a todos los servicios de mantención de un camión, lo cual también incrementa su falta de competitividad.



Por otra parte, tenemos a otros transportistas que han hecho un real esfuerzo por ir creciendo, por ir profesionalizándose.



Y lo que la medida propone es en verdad una discriminación entre las empresas de acuerdo con su facturación. Así, mientras más baja sea esta última, más alto será el porcentaje de devolución del impuesto específico cancelado.



La discusión sobre el punto fue ardua y se resolvió en votación dividida. Yo creo que nadie quedó tranquilo con la propuesta original, pues la discriminación que se producía entre los transportistas pequeños y los no tan pequeños -porque no podemos decir que alguno de los transportistas de de Chile sea realmente grande- resultaba excesiva. De este modo, a los más pequeños se les iba a devolver 80 por ciento del impuesto específico, y a los menos pequeños, solamente 25 por ciento, con un tramo intermedio de 50 por ciento.



Pues bien, después de darle muchas vueltas al asunto, de bastantes conversaciones y de una votación dividida, la Comisión de Hacienda volvió a reunirse hoy. Le pedimos en varias oportunidades al Ejecutivo plantear una nueva fórmula que nos alentara a apoyar la medida con un poco más de convicción.



Tengo claro -pienso que hablo en nombre de toda la Comisión- que los transportistas pequeños requieren una ayuda para mejorar su competitividad. Y ello deberá ser materia de negociaciones y acuerdos que les permitan un mayor grado de formalidad, de asociatividad, un mejor poder de negociación, la posibilidad de incorporar en sus contratos mecanismos de indexación de acuerdo con el Índice de Costos del Transporte, etcétera. Y eso hay que ir trabajándolo desde ya.



Sin embargo, creo que la mayoría o todos los integrantes de la Comisión de Hacienda pensamos que los impuestos no son una vía para alterar la competitividad. Se podrán dar subsidios para, por ejemplo, promover la asociatividad, se podrá entregar apoyo técnico, se podrán implementar muchas políticas, pero, a la larga, los impuestos no debieran alterar la competitividad entre los distintos actores al interior de una industria.



Producto de nuestra petición, el Ejecutivo conversó con los gremios. Seguramente el Senador señor Sabag se referirá al acuerdo alcanzado, pues tiene en su poder el documento pertinente. El asunto es que el Gobierno logró un arreglo con quienes se encuentran en los tramos más perjudicados, el cual, en nuestra opinión, va en la dirección correcta.



Quiero enfatizar que el sentimiento mayoritario, por lo menos dentro de la Comisión y en el seno de estas bancadas, es que se debe apoyar a los transportistas pequeños para mejorar su competitividad, pero utilizando otros instrumentos y no la política tributaria. Hay que hacer mucho en materia de ayuda, porque la medida propuesta es transitoria -solo durará un año- y es muy difícil que en 12 meses más se apruebe un mecanismo similar.


Entiendo que la mayoría va a votar a favor -por lo menos nuestras bancadas así lo harán-, conscientes de que nos encontramos en un año complicado, sabiendo que hay un acuerdo y que este es temporal, pero queremos dejar muy claro que, si bien coincidimos absolutamente en que el Estado debe gastar tiempo y recursos para mejorar la competitividad de los pequeños, consideramos que la medida propuesta no constituye la vía económicamente correcta.



Así que, señor Presidente, con su venia, preferiría que el contenido del acuerdo lo diera a conocer el Senador señor Sabag, quien tiene en sus manos, entiendo, el acuerdo firmado por los gremios.



Me dice que no lo puede encontrar.



Bueno, en todo caso, existe un acuerdo firmado según el cual las empresas que facturen anualmente hasta 700 millones de pesos o algo así van a tener una devolución del 80 por ciento del impuesto específico que paguen por el diésel. 


Me acotan que el segundo tramo, con una facturación entre 700 millones y 1.600 millones, tendrá un reintegro de 50 por ciento, y el tercer tramo, con facturación sobre los 1.600 millones, uno de 38 por ciento.



Eso no se alcanzó a votar en la Comisión, cuyo informe viene en otros términos. Tengo entendido que el Ejecutivo ha presentado una indicación, que al menos los miembros de la Comisión y creo que la mayoría de los Senadores de mi partido votará a favor.


He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Los Comités Socialista, Demócrata Cristiano y PPD han solicitado abrir la votación. 


Hago presente que, en caso de acceder a su solicitud, solo se podría hacer uso de la palabra durante cinco minutos para fundar el voto.

El señor CANTERO.- Muy bien.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Entonces, si le parece a la Sala, se abrirá la votación.


En votación general el proyecto.


--(Durante la votación).

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la iniciativa contempla dos materias. Me voy a referir sobre todo a la primera y, a la vez, por su intermedio, quiero pedir al Ministro y la Subsecretaria de Hacienda que aclaren un punto.



Uno de los objetivos del proyecto es que todas las familias con cargas que perciban un ingreso mensual igual o inferior a 441 mil pesos reciban un bono de 40 mil pesos. Ese es el universo teórico establecido.



Se fijan tres tipos de verificadores para hacer efectivo el pago: el subsidio único familiar, la asignación familiar y el seguro de cesantía. Tal como se dijo aquí, se planteó en la Comisión -y me interesa que quede constancia en la Versión Oficial-, el problema de aquellas personas que, teniendo derecho a percibir el bono, no cuentan con ninguno de esos verificadores.



Mi mayor inquietud dice relación a una realidad que existe en algunas Regiones: la mayoría de los trabajadores son de temporada; gente que rota de una “pega” a otra, que tiene reconocidas sus cargas en el INP (hoy IPS) o en una caja, pero que no necesariamente cobra asignación familiar.



La idea es que si esas personas poseen un bajo nivel de ingreso, también sean beneficiarias. Sin embargo, enfrentan una seria dificultad debido a la falta de verificador.



Entiendo que el Superintendente de Seguridad Social planteó en la Comisión que había una forma de generar el verificador para el pago del bono respecto de quienes no hubieran percibido asignación familiar en abril, ni subsidio único familiar o se encontraran cesantes.



En el proyecto no se contempla aquello. Y es muy importante que se instaure un mecanismo, de conocimiento masivo, dirigido a  trabajadores que, no siendo informales, laboran en actividades que no operan durante todo el año. Me refiero, en particular, a las temporeras y temporeros. 



Ellos conforman también el universo que queremos favorecer, para lo cual, repito, se precisa establecer un método y publicitarlo como corresponde.



Por otro lado, entiendo que se acogió la inquietud manifestada por las señoras Senadoras y diversos otros colegas, entre ellos el Honorable señor Naranjo, quien la ha planteado en forma reiterada: cómo asegurar que el bono se entregue al padre o madre que tenga la tuición de sus hijos y no proceda a cobrarlo el que no vive con ellos. Sin embargo, no se consigna claramente un método que lo garantice. A juicio de algunos, sería conveniente especificarlo.



A continuación me referiré al sistema de devolución del impuesto específico al petróleo diésel. 



Yo no quiero ser odioso en esto. Me comprometí a respetar y comparto plenamente el acuerdo firmado con la Confederación Nacional de Dueños de Camiones, que contempla una escala con tres tramos. 



El 96 por ciento de las empresas de transporte de carga se encuentra en los dos primeros tramos. Reconocemos la importancia que reviste la mantención del incentivo de recuperación del impuesto específico para ese segmento y la respaldamos totalmente. ¡Totalmente!



La duda se suscitó con relación al tercer tramo, a la forma en que se desarrolló la discusión en torno a ese tópico, y a cuánto asciende el aumento adicional. Porque no se pretende eliminar el estímulo constituido por la devolución de parte del impuesto, que, conforme al acuerdo inicial, era de 25 por ciento, pero que, en definitiva, subiría -entiendo- a 38 por ciento.



Creo que el punto amerita un debate mayor acerca de la política de transporte de carga que queremos y de cuál es el incentivo que el país está dispuesto a otorgar.



Deseo dejar constancia de lo siguiente.



Hay quienes de repente sostienen, tras bambalinas, que de no acogerse dicha modificación existiría el propósito de votar en contra la devolución del impuesto específico para todos los tramos. O que habría una amenaza de paro de los camioneros.



Yo siento que tales observaciones no contribuyen a crear  condiciones adecuadas para legislar sobre políticas trascendentales del país. Y lo dejo consignado.



Repito: comparto el acuerdo propuesto inicialmente por la Confederación Nacional de Dueños de Camiones. Conversé con algunos de sus dirigentes al respecto. Me parece correcto establecer incentivos para los sectores que agrupan a la mayoría de ellos y que los necesitan, y donde muchas veces los fenómenos de competencia que se originan no son tan transparentes o se produce, según algunos, una competencia desleal. 



El estímulo referido tiene por objeto ayudar a los empresarios chicos y medianos. Y yo, sin duda, soy partidario de ello. Pero abrigo dudas sobre el tramo  que beneficia a los más grandes, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).-
Hago presente a la Sala que el proyecto que figura enseguida en la tabla también precisa quórum de ley orgánica constitucional y tiene calificación de “discusión inmediata”. Por lo tanto, requiere contar con la presencia de los señores Senadores. 

El señor GAZMURI.- ¿Cuál, señor Presidente?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- El que introduce modificaciones al Código Penal en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública.



Asimismo, como se halla abierta la votación de la iniciativa en debate y aún falta que intervengan seis oradores, si consideramos que disponen de cinco minutos cada uno, estamos hablando de más o menos media hora.



Lo señalo en beneficio de los proyectos que corresponde tratar después.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, nosotros apoyamos totalmente la concesión del bono extraordinario contemplado en el artículo 1°. Nos parece que va en la línea correcta, pues se entregará en forma directa a más de dos millones de familias que necesitan un aporte solidario de parte del Estado.



En cuanto al artículo 2°, atinente a la congelación en 4,5 unidades tributarias mensuales por metro cúbico del impuesto específico a las gasolinas automotrices, también lo aprobaremos. Ayer lo voté a favor en la Comisión y creo que hay que respaldarlo, pese a que el tope que le planteamos a la Presidenta de la República era de 3,5 UTM y no de 4,5. Pero en el Mensaje del 21 de mayo ella se comprometió -y está cumpliendo- a congelarlo al menos en esa última cifra.



Respecto a la tercera materia contenida en el proyecto, la verdad es que lo primero que quiero hacer es un reclamo.



Reclamo, de manera formal, por tener que tratar a matacaballo un asunto altamente especializado, altamente sensible, altamente complejo para un sector vital de la economía chilena como el transporte de carga, mezclando asuntos que no tienen nada que ver unos con otros. 



Cabe preguntarse por qué debemos discutir la entrega de un bono solidario junto con la rebaja transitoria del impuesto a las gasolinas automotrices y la recuperación del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas de transporte de carga, en circunstancias de que no existe una política clara ni definida respecto de este sector, ni mucho menos hemos tenido oportunidad de buscar fórmulas que eviten distorsionar lo que está sucediendo en ese ámbito de la economía.



Y si el objetivo es ayudar a los transportistas, creo que el instrumento escogido es el peor de todos. ¡El peor! 



Si queremos beneficiar a las empresas pequeñas, sería más claro, más transparente hacerlo a través de subsidios directos y no generar una competencia falsa, distorsionada, mediante un mecanismo que permite descontar impuestos más a unos que a otros; en que se hace una discriminación absurda entre empresas pequeñas, medianas y supuestamente grandes, pues los tramos que se han propuesto son, en la práctica, para la casi totalidad del transporte, el cual se encuentra estructurado sobre la base de pequeñas empresas, en su gran mayoría empresas familiares. 



De manera que aquí no corresponde hacer el análisis de que se trata de los chicos contra los grandes, o de que se está buscando equilibrio, equidad o justicia social. A mi juicio, estamos dando la peor señal al sector transporte, planteando una discriminación que, además de absurda, es total y absolutamente arbitraria y no tiene explicación alguna.



Cuando se propone un primer tramo para recuperar el 80 por ciento del impuesto específico, sobre la base de ventas anuales por 684 millones de pesos, y se informa que eso es lo que puede facturar una empresa de hasta 7 camiones, ¿de qué estamos hablando? ¡De pequeñas empresas! 



Inmediatamente después viene un segundo tramo, en el que a las empresas con hasta 1.563 millones de pesos de ventas al año se les permitirá recuperar solo el 50 por ciento. Y estamos hablando de una diferencia de 6, 7, 8, 9 camiones.



Si lo anterior implica diferenciar entre empresas pequeñas y grandes, lo encuentro francamente absurdo. Y ello es peor todavía en el tramo superior, donde se plantea que con más de 16 camiones y ventas anuales sobre 1.563 millones de pesos se puede recuperar el 25 por ciento.



En verdad, señor Presidente, nos hallamos ante la peor de todas las formas de legislar. Y se efectúa a través de un chantaje burdo, porque, si no se aprueba esto último, no habrá bono solidario. 



Debo manifestar, responsablemente, que en la Comisión voté en contra a fin de generar un debate y la posibilidad de incorporar una alternativa distinta o, por lo menos, una escala diferente, para evitar la discriminación mencionada.



Mi criterio personal era establecer una recuperación pareja del 80 por ciento para todos los transportistas -así lo planteé en el órgano técnico-, por constituir una medida transitoria, mientras nos dábamos plazo para elaborar, respecto de este sector de la economía nacional, una política que fuera compatible con un país desarrollado como el nuestro, que fortaleciera a la industria del transporte y no que la debilitara, como sucede en esta ocasión.



Sin embargo, el Ejecutivo, lisa y llanamente, se negó a ello y envió una indicación que eleva de 25 a 38 por ciento la recuperación del impuesto específico al petróleo diésel, en la creencia de que con eso soluciona el problema. 



Quiero anunciar que votaré a favor de los dos primeros artículos del proyecto, y en contra…



--(Aplausos en tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Pido a las tribunas guardar silencio y respeto.



Esta es la última advertencia que formulo. Comprendo su situación, pero les ruego ser deferentes con el desarrollo de la sesión.



Muchas gracias.



El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha concluido el tiempo del Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite terminar mi intervención, señor Presidente?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría, por un minuto.  

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, les pido disculpas a mis Honorables colegas, pero deseo aclarar que me pronunciaré en contra del artículo 2° transitorio, pues considero inaceptable la indicación que se plantea.



Sé que se alcanzaron acuerdos. Y muchos dicen que lo peor que podría ocurrir sería que, si no se aprobara la iniciativa, se volviera a la recuperación de 25 por ciento.



Señor Presidente, voy a ser sumamente claro: jamás escuché que algún transportista, de cualquiera de las confederaciones del ramo, dijera que de no acogerse lo que proponían irían a paro.



Lo único que han pedido es que el Ministerio de Transportes se preocupe realmente del sector de carga, porque no puede estar en manos del de Hacienda la definición de las políticas que tienen que ver con su fortalecimiento.





Por esa razón de fondo, votaré en contra de la indicación, como forma de repudiar la manera en que el Gobierno ha llevado adelante esta materia.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en lo fundamental, estamos aprobando un proyecto que otorga un beneficio extraordinario a los sectores de menores ingresos del país.



Se trata de un bono de 40 mil pesos por carga, que beneficiará a 4 millones 24 mil 825 personas, a un costo para el erario de 161 mil 937 millones de pesos por el resto del año 2009.



Quiero resaltar el sacrificio que ha realizado el Gobierno. Porque estamos viviendo un período de aguda crisis, que proviene de los países desarrollados. Y gracias a que hemos mantenido una política anticíclica, que significa ahorrar recursos durante las épocas de bonanza, podemos gastar en las de escasez.



Por eso, en lo que va corrido del año, se ha incrementado el gasto en 14,5 por ciento.  



Cualquiera diría que constituye una brutalidad gastar tanto. Pero en ello consiste la política referida: en gastar y apoyar a los más necesitados cuando se requiere. Y con los fondos que se han dispuesto, no solo con tal fin sino también para incentivar las obras públicas, la construcción de viviendas y mantener funcionando al país, la cesantía aún no alcanza a los dos dígitos.



Debo destacar que todo el mundo habla solo de pedirle al Estado. Pero quiero que sepan que los ingresos tributarios han disminuido en 33,4 por ciento en Chile. ¡Hace 28 años que no bajaban tanto!



Sin embargo, hemos invertido muchos recursos para mantener las actividades; y el beneficio que estamos otorgando favorece justamente a los sectores más pobres.



Por eso, me alegra que nuestro Gobierno se haya preocupado fuertemente de dar un nuevo bono de 40 mil pesos, que -repito- ahora beneficiará a 4 millones 24 mil 825 personas.



Pero el proyecto también prorroga el plazo para el reintegro transitorio del impuesto específico al diésel. 



Todos sabemos que el elevado precio del crudo -llegó a casi 150 dólares el barril- resulta prácticamente insoportable para los transportistas y los sectores productivos del país.



Por eso, anteriormente se otorgó un descuento adicional de 80 por ciento del impuesto específico por el período de un año, que vence el 30 del mes en curso. Y el Gobierno manifestó la voluntad de extender esa franquicia hasta el 30 de junio de 2010, pero en forma diferenciada: 80 por ciento para quienes facturan hasta 700 millones de pesos al año; 50 por ciento para los que lo hacen de 700 a 1.600 millones, y 25 por ciento para los que sobrepasan esta última cantidad.



En la Comisión de Hacienda no estuvimos de acuerdo con establecer una diferenciación, porque esto muchas veces atenta contra la competitividad del sector de transporte, que es muy importante para el desarrollo de Chile.



Por ende, buscamos alcanzar un acuerdo. Y lo logramos. En efecto, tengo aquí el acta firmada por los representantes de los transportistas que se sentían más afectados. En ella se indica que el porcentaje de recuperación del impuesto específico del petróleo diésel quedará en 38 por ciento para las empresas con ventas superiores a 1.600 millones de pesos anuales.



El documento fue suscrito por Jaime Binder, Jefe de Gabinete del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones -quien participó en la discusión-, y por Julio Villalobos, Presidente de ChileTransporte A.G., y los dirigentes Miguel Nazar, Tomás Ilzauspe, Luis Mora, Claudio Troncoso, Gustavo Romero y Nelson Munita.



En definitiva, se propone que hasta 700 millones de pesos de ventas anuales se recuperará 80 por ciento del impuesto específico al diésel; hasta 1.600 millones, 50 por ciento, y de 1.600 millones hacia arriba, 38 por ciento. Y en esto hay pleno acuerdo.



En nombre de la mayoría de los miembros de la Comisión de Hacienda, le solicito al señor Ministro del ramo que acceda a esta petición y ojalá presente de inmediato la indicación pertinente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha terminado su tiempo, Su Señoría. Ya se le había otorgado un minuto adicional.



Estamos contra el tiempo, señor Senador, pero le daremos algunos segundos para que redondee la idea.

El señor SABAG.- Solo deseo insistir en que el señor Ministro nos haga llegar la indicación y la votemos dentro del proyecto.



Gracias.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- El señor Ministro me manifiesta que la indicación ya está redactada. Pero no puedo darle la palabra porque estamos en votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, siento una suerte de vergüenza por el debate que hoy se ha producido en el Senado, porque el país carece de una política nacional de transporte y combustibles.



En mi opinión, damos una muy mala señal cuando en los pasillos de la Corporación, y a la carrera, se buscan fórmulas para resolver asuntos puntuales.



Esa no es la manera de fijar una política nacional de transporte y combustibles, sobre todo cuando ello se hace con “discusión inmediata”.



Quiero protestar por esto, señor Presidente. Y mi reclamo se funda en que hoy nos aflige un problema mucho más serio en Chile: numerosas personas están viviendo momentos angustiosos, porque nadie entiende cómo operan los fondos de estabilización ni los mecanismos para establecer los precios de los combustibles.



Y no voy a mencionar la incertidumbre que aqueja a los transportistas, quienes tienen la soga al cuello y desconocen las reglas del juego que se les impondrán el próximo mes, porque estas se cambian todos los meses. Se habló de 3,5 UTM por metro cúbico, y después se subió a 4,5.



Se trata de una lotería, señor Presidente. No es la manera de legislar.



Aquí se establece una discriminación arbitraria y absurda. Simplemente, no se respetan las normas de la Constitución Política, particularmente los numerales 2°, 21°, 22° y 26° del artículo 19.



Yo siento que en el tratamiento que propone el proyecto de ley en análisis no se aprecia -y tengo a la vista un informe en Derecho en lo que atañe al reintegro de un porcentaje del monto pagado por impuesto específico al petróleo diésel- que exista una razonable justificación para configurar regímenes especiales de beneficios o franquicias tributarias diferenciadas, del orden de 25 o 30 por ciento (da lo mismo, porque nadie sabe cuál será en definitiva la cantidad), respecto de quienes objetivamente pertenecen a un mismo sector.



No es posible que, a estas alturas del siglo XXI, sigamos observando improvisación en estas materias. Ello no resulta aceptable desde ningún punto de vista.



Chile se encuentra hoy en recesión -sé que esta palabra no le gusta al señor Ministro; pero técnicamente es así-, y creo que ello debería ser considerado. Porque lo relativo a los combustibles ya no es un problema que afecte solo a una parte de los compatriotas; también afecta a los sectores más desposeídos del país: a los que tienen una pyme, por ejemplo, quienes viven al tres y al cuatro, y, en la práctica, deben estar pensando todo el tiempo cómo van a llenar el estanque de su vehículo para ir a hacer operable su pequeña o mediana empresa.



Señor Presidente, estimo que no podemos seguir soportando y aceptando una situación de esa naturaleza.



Por eso, le pido al señor Ministro que venga al Senado a discutir seriamente esta materia en una sesión especial, y no en cinco minutos, como ha ocurrido ahora, ni con “discusión inmediata”.



Considero que aquí debemos sincerar las situaciones, porque puede haber otros asuntos y existir razones diferentes. A lo mejor el Gobierno necesita el impuesto específico, que es el único o uno de los pocos que existen en nuestra legislación. Hoy día los gravámenes son generales. Aquel se estableció para aminorar los efectos de un terremoto ocurrido en el siglo pasado, en mil novecientos ochenta y tantos. Y todavía se continúa pensando que en las carreteras no se paga peaje ni impuesto adicional alguno. 



¡No, señor Presidente! ¡Aquí hay permisos de circulación y peajes que se pagan! ¡Y existen los tag, que son dispositivos automáticos!



Por lo anterior, voy a votar derechamente en contra del planteamiento formulado por el Ejecutivo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, a riesgo de insistir en un asunto que se ha planteado en el Senado, deseo manifestar que resulta curiosa la forma en que estamos legislando. Porque el Gobierno ha enviado una iniciativa donde se mezclan dos materias que nada tienen que ver la una con la otra y, además, con “discusión inmediata”.



Señalo eso porque, junto con otros Senadores, hace más de un mes presentamos un proyecto de acuerdo para pedirle al Ejecutivo un pronunciamiento sobre lo referido al impuesto a los combustibles a fin de que se mantuviera el componente de  3,5 UTM por metro cúbico, en el caso de las bencinas, y se conservara el 80 por ciento de descuento con respecto al petróleo diésel.



Sin embargo, se esperó el último minuto para mandar la iniciativa en discusión, al objeto de que no hubiera tiempo para debatir como corresponde hacerlo en una democracia.



Además de eso, el proyecto también incluye el otorgamiento de un bono de 40 mil pesos a las familias más pobres del país, sobre lo cual todos estamos de acuerdo. Quizás, lo único que cabría decir al respecto es que ojalá se disponga que este beneficio llegue a los padres que vivan con sus hijos y no a cualquiera. De lo contrario, lo recibirá alguien que no se halla al cuidado de sus cargas familiares.



Sin embargo, el hecho de juntar dos materias distintas puede tener muchas lecturas. La que yo hago es que se trata, literalmente, de presionar a los Senadores para que votemos a favor de la parte referida a la tasa impositiva de los combustibles.



Sobre el particular, en vez de extender el plazo de aplicación del beneficio por un año -como pedíamos en el proyecto de acuerdo que mencioné-, lo que se hace es subir la actual tributación de 3,5 a 4,5 UTM por metro cúbico para las bencinas y cambiar, a través de una escala, que no comparto, el porcentaje de rebaja aplicado con relación al petróleo diésel.



Señor Presidente, esta tarde escuché una intervención de un señor Senador que decía que los camioneros no se merecían esta disminución de impuestos porque había otros chilenos más pobres. Debo expresar que Su Señoría parece desconocer la realidad de Chile y de esos trabajadores, y que del transporte depende el valor de los bienes básicos, como el pan, la fruta, los pasajes. 



Debido justamente a esto último, el alza de la tasa impositiva de los combustibles producirá, sin duda, un incremento en el precio de los bienes básicos. Y esto va a impactar a la gente más modesta, no solo a los camioneros.



Si hay gremios que merecen ayuda, son los de los camioneros, los transportistas, los colectiveros, los taxistas. Se trata de gente que por años ha tenido que lidiar con un elemento que no controlan: el precio internacional del petróleo; pero, además, con una de las cargas impositivas más altas del mundo, como la vigente.



Si me lo permite el señor Presidente, quiero decirle al señor Ministro que el impuesto específico ha perdido toda legitimidad. Lo señalo porque, como planteó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, dicho tributo se creó para construir y mantener las rutas, y, como ocurre siempre en nuestro país, los chilenos (especialmente los dedicados al transporte: los camioneros) tienen que seguir pagándolo y, además, deben solventar peajes en las carreteras, las que hoy día, en su gran mayoría, están concesionadas.



El proyecto en estudio aumenta la tributación, en el caso de las bencinas, de 3,5 a 4,5 UTM por metro cúbico. Y parece que nadie se ha dado cuenta de que esto impactará a los 120 mil taxistas y colectiveros existentes en Chile, quienes trabajan al límite y laboran el doble para ganar la mitad. Porque, con el período de alza en el precio de los combustibles y esta carga impositiva, realmente les ha llegado la soga al cuello. Pero nadie ha dicho una sola palabra en orden a que la aprobación de esta iniciativa les generará un nuevo apriete del cinturón. Y ellos traspasarán lo que puedan al consumidor, a través de un alza en sus tarifas.



O sea, lo que por un lado les damos a las familias mediante un bono de 40 mil pesos, por el otro se lo sacamos, debido a que subirán los pasajes y aumentará el valor de los insumos básicos.



En el caso del petróleo diésel, señor Presidente, yo aspiraba a que se mantuviera parejo durante un año el descuento de 80 por ciento que se consiguió el año pasado, no a través de conversaciones, sino a raíz de un movimiento llevado a cabo por todos los camioneros a lo largo de Chile.



Sin embargo, considero que lo único que se conseguirá con la escala propuesta será hacer ganar a los abogados y a los contadores. Porque las grandes empresas se transformarán en tres, cuatro o cinco empresas más pequeñas para bajar de alguna forma su facturación a fin de acogerse al beneficio.



Por otra parte, habrá un incentivo perverso: algunos se van a dedicar, además de los fletes, a vender combustible, por cuanto lo comprarán descontando el 80 por ciento y lo venderán a quienes solo puedan recuperar 38 ó 50 por ciento.



La fórmula propuesta, señor Presidente, aparentemente genera cierta justicia. Pero -como plantearon varios señores Senadores-, en verdad, no es la manera de impartirla entre los transportistas. 



¡No es la carga impositiva la que originará justicia o posibilidades de desarrollo y de asociatividad entre ellos!



Por eso, votaré en contra de estas normas.



--(Aplausos en tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, yo represento a una Región distante mil kilómetros al sur de Santiago; y en el caso de Palena, que exhibe el combustible más caro de Chile, mil 300 kilómetros. En algunos casos, para llegar a la Capital se debe atravesar el canal de Chacao y pagar 9 mil pesos de peaje por transitar en autos, y en camiones, mucho más. Y en cada campaña electoral -como acontece ahora de nuevo- se nos ofrece un puente.



Es carísimo viajar desde mi Circunscripción a Santiago. Sale mucho más económico ir de Puerto Montt a Buenos Aires, pues no se paga peaje y los combustibles son más baratos, que trasladarse a la Región Metropolitana.



En consecuencia, deseo preguntarle al señor Ministro -desconozco si ello es posible- o a la señora Subsecretaria de Salud cuál es la distribución en porcentaje de carga para las tres categorías que se establecen. 



Considero que la medida propuesta es discriminatoria y arbitraria. Porque al sur no van pequeñas empresas de transporte de carga que tienen uno o dos camiones. Lamentablemente, a Chiloé o a Palena viajan caravanas de tres, cuatro y, a veces, cinco camiones de una misma empresa. O sea, ¿eso significa que toda una empresa irá en un viaje hacia el sur?



No entiendo mucho de camiones, pero escuché decir a un señor Senador que para una empresa pequeña el límite es de siete camiones; para una mediana, es de entre siete y doce -aparentemente, porque también se habla de catorce-; y para una grande, más de 14 ó 16. 



¿De qué estamos hablando, señor Presidente?



Me da vergüenza la forma como se clasifica el sistema de transporte del país. Y me molesta también que los camiones -por eso pregunto por la distribución- que están llevando y trayendo carga a la Región que represento deban pagar más impuestos.



Así que, por favor, explíquenme cuál es la distribución por tamaño de la empresa y por número de camiones. Porque aquí, al parecer, la distribución se hace por número de empresas. Es como contar votos: a más votos mayores ventajas. En efecto, al 96 por ciento de las empresas se le otorga un 80 por ciento de descuento; al 2 por ciento, un 50 por ciento, y a las restantes, un 25 por ciento.



¡Están contando los votos!



Sin embargo, a mí me interesa la carga, señor Presidente. Me interesa en cuánto se rebajarán o si se mantendrán los precios, especialmente en estos momentos, de los fletes que llegan y salen de la zona que represento.



Del mismo modo, me interesa que a la gente en Puerto Montt -donde no nos están regalando el Transantiago o destinando dos millones de dólares diarios, y debemos pagar los taxis y los pasajes del micro- no le suban ahora el impuesto específico a los combustibles.



Estoy en la misma situación de los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra: desinformado. No sé por qué se hace esa distribución -o discriminación- que, finalmente, va a afectar a las Regiones más apartadas.



Por lo anteriormente expuesto, señor Presidente, me inclino por votar a favor solamente el artículo 1°. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la discusión de este proyecto ha tenido un sabor amargo, si se consideran las últimas intervenciones. 



Y lo único que uno puede hacer es, ante todo, alegrarse porque el artículo 1° de la iniciativa da cumplimiento al compromiso que asumió Su Excelencia la Presidenta de la República en su discurso del 21 de mayo de otorgar este bono especial de 40 mil pesos. 



Fue tal el éxito de este beneficio que significó aumentar en 400 mil el número de cargas familiares entre el 31 de diciembre de 2008 y el 30 de abril de 2009. Porque mucha gente que no se preocupaba de acreditarlas por estimar muy poco los 3.500 pesos que se le pagaban, ahora, ante la posibilidad de obtener este bono de 40 mil pesos por carga, lo que puede significar 120, 160 ó 200 mil pesos de una sola vez, sí estimó conveniente reconocerlas para acceder al pago de aquel.



En segundo lugar, el proyecto que nos ocupa considera un beneficio transitorio respecto de la rebaja al impuesto específico a los combustibles, por cuanto se aplica solamente hasta el mes de abril del próximo año. 



No obstante, dejo constancia de que de no aprobarse el texto propuesto, el impuesto específico subiría. Porque si se mantiene lo establecido en la ley actual, en vez de calcular la rebaja sobre la base de un petróleo a 80 dólares por barril -objetivo del proyecto-, habría que hacerlo por los 75 dólares que aparecen en la normativa vigente. 



En definitiva, votar en contra implicaría oponerse a la rebaja del impuesto específico a los combustibles por el período que va desde julio de 2009 hasta abril de 2010.



Y un pronunciamiento de tal naturaleza es exactamente lo contrario del objetivo que se dice perseguir.



En consecuencia, me permito llamar a la reflexión a aquellos señores Senadores que intervinieron en los términos que hemos escuchado en la Sala. De lo contrario, dejaremos vigente una norma que es más perjudicial para el consumidor que la propuesta por el Gobierno.



Donde sí, señor Presidente, tengo una gran duda es en lo relativo al porcentaje de recuperación del impuesto específico al petróleo diésel por parte de las empresas de transporte de carga .



No voy a referirme a ninguna de las explicaciones que se han dado hasta este momento, sino que haré mención al mecanismo generalizado del sistema tributario chileno, fundamentalmente en razón de impuestos directos que se aplican a ciertos hechos tributarios.



Me explico.



El Impuesto al Valor Agregado es de 19 por ciento parejo. Se aplica el mismo porcentaje tanto a las entradas al cine, a un espectáculo, como al pan. 



El arancel aduanero es 6 por ciento parejo, salvo en aquellos casos en que tratados de libre comercio o acuerdos económicos complementarios permitan rebajas de aranceles distintas con el país que hemos suscrito el respectivo tratado. 



Sin embargo, las mercaderías de esa nación ingresan con arancel parejo, salvo modificaciones específicas contempladas en el tratado. No obstante, la teoría general es que tenemos un arancel de 6 por ciento parejo para todos los bienes y servicios, a excepción de servicios que conlleven pago de impuesto adicional.

La señora MATTHEI.- El IVA también es parejo.

El señor VÁSQUEZ.- Ya lo dije, señora Senadora.



En consecuencia, me parece que desde el punto de vista de la teoría económica de aplicación de los impuestos, la competitividad exige que las bonificaciones de esta naturaleza sean parejas.

La señora MATTHEI.- Así es.

El señor VÁSQUEZ.- Pero no puedo votar en contra. Y seguiré el mismo argumento anterior.



No puedo pronunciarme en contra de este artículo, en razón de que perjudico a quienes se ven beneficiados. Porque se estarían subiendo…

El señor PIZARRO.- Vote en contra nomás, señor Senador. Igual vamos al tercer trámite.

El señor VÁSQUEZ.- Como decía, señor Presidente, no voy a votar en contra, pues perjudicaría a quienes estarían resultando beneficiados. Pero sí me parece válido reclamar que, desde el punto de vista,…

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- ¿Me permite un segundo más, señor Presidente?

La señora MATTHEI.- Concédale un minuto adicional.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Puede continuar, señor Senador.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias, señor Presidente.



Decía que, desde el punto de vista de la teoría económica que se ha venido aplicando respecto de los gravámenes en general        -tasas, impuestos, aranceles-, el impuesto parejo no se estaría dando en este caso. Y se trata de un tributo directo.



Por lo tanto, llamo la atención sobre esta materia y me gustaría una explicación respecto de la teoría que hay detrás de esto.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, me referiré al artículo 1° que concede un bono extraordinario de 40 mil pesos a poco más de 4 millones de causantes de asignación familiar y beneficiarios del programa “Chile Solidario”.



Consideramos que este bono va en la dirección de aumentar la capacidad de compra y de consumo de los sectores más modestos, más necesitados de nuestro país.



Por lo tanto, creo que debemos aprobarlo.



Se ha consultado aquí, señor Presidente, si las madres que tienen la custodia de los hijos en caso de separaciones de hecho -y también, me imagino, en caso de divorcio- pueden ser beneficiarias del bono. 



Y, efectivamente, lo serán.



Se ha incorporado una norma en el artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 150 que señala: “Las asignaciones familiares causadas por hijos menores se pagarán directamente a la madre con la cual vivan, si ésta lo solicitare, no requiriendo para ello el consentimiento del beneficiario”.



“Igualmente procederá el pago directo a la cónyuge, a los causantes mayores de edad o a la persona a cuyo cargo se encuentre el causante, siempre que lo soliciten, no requiriendo para ello el consentimiento del beneficiario.”. 



La norma que se agrega en el artículo 1°, en consideración a los párrafos que acabo de leer, establece que el beneficiario que perciba el bono “estará obligado, en un plazo máximo de 30 días contado desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 30 de abril de 2009 se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones familiares. Igual obligación tendrá respecto de quien tenga derecho a alimentos decretados judicialmente a favor de los causantes de asignación familiar que den origen al bono a que se refiere este artículo.”.



Por lo tanto, la ley en proyecto contempla que el bono se pagará a quienes tengan la custodia judicial de los respectivos menores o jóvenes.



En cuanto al artículo 2° de la iniciativa, debo señalar que a veces se cometen errores en las argumentaciones. Digamos las cosas como son: hoy día el impuesto específico puede llegar a 6 unidades tributarias mensuales por metro cúbico de petróleo. 



Eso es lo que se encuentra vigente. 



Y lo que se pretende a través de dicha disposición es establecer que el tope máximo al que pueda llegar tal impuesto será de 4,5 unidades tributarias mensuales. ¿A cuánto asciende hoy día? A 4 unidades tributarias mensuales por metro cúbico. 



Tengo en mi mano el decreto número 595, de 14 de mayo del 2009, que estipuló que el componente variable del impuesto a las gasolinas automotrices será de 2 unidades tributarias mensuales por metro cúbico. Por lo tanto, si a 6 le resto 2 -esa es la operación matemática que debe efectuarse-, el impuesto específico vigente queda en 4. 



En consecuencia, lo que se persigue es que, en caso de bajar el precio internacional del combustible, el tope máximo al que pueda llegar el referido tributo sea de 4,5 unidades tributarias mensuales. 



Por consiguiente, puedo no estar de acuerdo en esa cifra, pero claramente mejora la situación actual. 



Por último, señor Presidente, en cuanto al artículo 2° transitorio, que se refiere a la situación que va a afectar al gremio de camioneros, comparto plenamente lo señalado aquí, desde el punto de vista de la doctrina económica, acerca de que lo que se está haciendo constituye un tremendo error.¡Un tremendo error! 



Sin embargo, como la ley vence el 30 de junio, si rechazamos lo propuesto, a todos los camioneros solo se les podrá reintegrar el 25 por ciento del impuesto específico. En tal caso, yo prefiero -aunque no me gusta- que a algunos se les devuelva el 80 por ciento; a otros, el 50, y a los restantes, el 38, y ojalá continúen las conversaciones con los Ministerios de Transportes y de Hacienda para que se arregle el problema. Porque -repito- se trata claramente de un error económico. 



No es mi deseo que se produzca un paro de camioneros. Y ello ocurriría si a partir del 1° de julio la totalidad de ellos solo puede recibir como reintegro un 25 por ciento del impuesto específico al petróleo. 



Gracias, señor Presidente. 



--(Aplausos en las tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, dentro del escaso tiempo que queda para fundar el voto, voy a dar mi consentimiento a las dos primeras materias contenidas en el proyecto, respecto de las cuales quienes me precedieron en el uso de la palabra fueron bastante explícitos. 



En particular, quiero referirme al último punto -el que más ha generado debate-, que tiene que ver con el impuesto específico al petróleo diésel, y, básicamente, con la discriminación que se produce con la norma respectiva. 



Al respecto, creo que hay dos temas conceptuales muy importantes sobre los cuales reflexionar. 



El primero se refiere a la mantención de los impuestos específicos. 



A mi juicio, tales gravámenes le hacen mal al país, no responden a la lógica de competencia que uno habría esperado que exista. Es cierto que los argumentos para su mantención van cambiando con el tiempo. Porque el impuesto específico a los combustibles o al diésel ha tenido diferentes historias, distintos desarrollos. Pero, al final, ha sido uno solo el denominador común para su conservación: recaudar lo más posible para el Estado. 



Lo que acabo de mencionar es válido también para otros impuestos específicos que se mantienen en el tiempo, como el ILA (a los licores) o el relativo a las bebidas analcohólicas, que teóricamente buscaban evitar la masificación del consumo y que hoy día solo tienen fines recaudadores, porque, de lo contrario, no se habría aplicado a las bebidas analcohólicas. 



Por lo tanto, soy profundamente contrario desde el punto de vista conceptual a ese tipo de gravámenes, que distorsionan de manera arbitraria el desarrollo de una actividad. 



Señor Presidente, creo que de todos los proyectos que he visto en el Senado en materia de impuestos específicos, el que nos ocupa es el peor   -y perdónenme Sus Señorías que sea tan franco-, porque genera todos los incentivos contrarios a los planteados por la economía. 



¿Qué incentivo produce la discriminación citada, que no es de uno o dos puntos, sino de 25 a 80? ¿Cuál es la señal que se recibe en la economía respecto de tal asunto? En primer lugar, que hay que ser chico, precario, ojalá lo más informal posible, y que se debe recurrir a todo tipo de entelequias legales para eludir o alterar las reglas que otras leyes persiguen. 



Aquí se ha incentivado a terminar con la elusión, generando los incentivos correctos. Pero ahora se nos dice exactamente lo contrario, porque será muy distinto el porcentaje a recuperar por lo pagado en el impuesto específico al petróleo, determinado arbitrariamente. No encuentro ninguna justificación para que, según se tenga 7 u 8 camiones, el subsidio sea de 80 ó 50 por ciento. 



En consecuencia, me parece especialmente inconveniente para Chile ese tipo de acciones. 



Se ha argumentado que eso acontecería una única vez, este año. Yo no creo que así ocurra. Porque el concepto ya está instalado. El próximo año, gobierne quién gobierne, habrá la tentación de decir: si ya se aprobó en una oportunidad, prolonguémoslo. 
El señor VÁSQUEZ.- ¡No habrá cambio de Gobierno, entonces!

El señor COLOMA.- No he dicho eso, señor Senador. Lo que expresé fue pensando en el Chile grande, más allá de las entelequias, elucubraciones o interpretaciones electorales. 



Me preocupa la señal dada por el Senado: que se puede discriminar arbitrariamente con los impuestos específicos. Porque cualquier persona podrá observar como empezarán a trabajar -como decían otros parlamentarios- los contadores, los abogados, para nunca caer en lo que podría considerarse delictual: tener más de 7 camiones. 



Yo entiendo la desesperación de algunos Honorables colegas que han señalado que si no se aprueba la norma propuesta volveríamos al 25 por ciento. Pero quiero plantear una sugerencia mucho más razonable -ya que se encuentra aquí el Ministro de Hacienda-: que igualemos al 80 por ciento. Eso es lo que tiene sentido público.



--(Aplausos en las tribunas).



Con esa medida, señor Presidente, se acaban todos los problemas. Pero ella depende simplemente de la voluntad del Gobierno, por cierto. 



Entonces, no nos coloquen en esta disyuntiva extraña, es decir, tener que pronunciarnos contrariamente a lo que dictan nuestras conciencias para evitar este tipo de discriminaciones arbitrarias, por la posibilidad de volver al 25 por ciento. 



Eso ocurre porque algunos desean que se retorne a dicho porcentaje. 

El señor GAZMURI.- ¡No, señor Senador!

El señor COLOMA.- Pero estoy seguro que nada impide plantear el 80 por ciento parejo, pues ello responde a un sentido de igualdad, de racionalidad, y al objetivo de entregar también señales potentes de sano mercado. 



Se ha discutido mucho respecto de las distorsiones que provoca el mercado, pero con tales decisiones comienzan a generarse, posibilitando con posterioridad que, en otra instancia, algún grupo pueda obtener un aumento del 38 al 42 por ciento, u otra cifra. 



Esa manera de enfrentar los problemas me parece equivocada, señor Presidente. 



Así es que de verdad lamento la forma de presentar el asunto. Creo que el Ministro de Hacienda tiene la palabra. Si propone el 80 por ciento, ningún problema. 



He dicho. 



--(Aplausos en las tribunas).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- ¡Me sugieren que proponga 100, señor Ministro…!



¡Por qué no ponemos 100 y nos vamos todos aplaudidos…! 



Estuvo brillante mi presidente, como siempre. ¡Pero yo voy a estar en una postura distinta…!



Señor Presidente, no comparto la escala construida aquí, porque no tiene racionalidad económica. Al final, este es un impuesto al emprendimiento -si uno lo quiere mirar desde ese punto de vista-, no a las utilidades. Una empresa grande que no arroje utilidades va a descontar menos. O sea, lo que se ha propuesto no tiene ninguna lógica tributaria.



El problema reside en que debemos votar frente a otra opción: que todos queden parejos en 25. Y no tenemos alternativa.



Por otra parte, también me quiero sumar a la protesta por el hecho de tener que analizar con “discusión inmediata” un proyecto de esta importancia.



Esta será la primera y última vez que vote a favor, porque prefiero, en la situación que vive el país, que los grandes descuenten el 38; los medianos, el 50, y los pequeños el 80, y no el 25 parejo.



Pero no es lo correcto, señor Presidente.



Durante la discusión del proyecto sobre ingreso mínimo señalé que el Ejecutivo había actuado con mucha responsabilidad. Sin embargo, pienso que en la iniciativa que nos ocupa, lamentablemente, nos propuso una muy mala solución.



Como estamos con “discusión inmediata”, enfrentados a un plazo constreñido, voy a concurrir con mi voto favorable. No obstante, quiero dejar muy claro que, cualquiera que sea el Gobierno de turno, no seguiré avalando un impuesto al emprendimiento.



Un transportista propietario de siete camiones, ¿a nombre de quién pondrá un octavo? Obviamente, no lo va a tener, porque eso le significará pasar del 25 original -ahora, 38- al 50. Y en el caso del que puede saltar del segundo al tercero, ¿piensan ustedes que agregará un camión más a su sociedad para pagar un impuesto escalonado, en la forma propuesta aquí?



Reitero: este es un tributo al emprendimiento, al tamaño de la empresa. Y resulta absurdo como viene planteado.



Ahora bien, cualquiera que sea el porte de la empresa, prefiero los porcentajes que aquí se proponen antes que el 25 parejo.



En consecuencia, pienso que debemos avanzar en la línea de que este impuesto sea flexible y se halle vinculado al precio internacional de los combustibles.



Si volviéramos a valores como los que tuvimos en algún momento, de 150 dólares el barril, a lo mejor el tributo debería ser cero. Pero si aquellos caen, la tasa ha de ser razonable.



Finalmente, aquí debemos discutir qué es este impuesto, cuyo origen fue el terremoto del 85.



Generalmente, los impuestos son transitorios, pero casi siempre pasan a ser permanentes. Y las leyes más complejas en materia tributaria son las transitorias, que se han transformado en las más permanentes en la historia de la república.



Se habló luego, señor Presidente, de que se trataba de un impuesto destinado a recaudar recursos para infraestructura vial.



Entonces, el transporte de pasajeros puede descontar los peajes, hasta el 75 por ciento del tributo.



A los vehículos de carga se les aplica otro esquema, que es el que estamos discutiendo hoy. También se hallan vinculados. Cuando se concesionaron los caminos, los transportistas, con justa razón, dijeron: “¡Cómo nos están cobrando este impuesto! ¡Tenemos los peajes, y ahora debemos pagar las concesiones! ¡Qué clase de tributo es este!”.



Para otros, este es un impuesto destinado a descongestionar y que han de pagar quienes congestionan. Porque, si fuéramos a tasa cero, el colapso que se registraría en el país sería enorme.



En definitiva, ¿qué es este impuesto hoy día? Un engendro. Nadie sabe qué se cobra; si hay racionalidad económica; si se paga en función de las utilidades, o si se aplica a la renta. Pero tampoco se trata de un impuesto a la renta, pues se están estableciendo exenciones completamente distintas, independientes del nivel de utilidades de una empresa. Entonces, “por el tamaño”. 



A mí, señor Presidente, no me gusta legitimar esa categoría. Y por eso quiero dejar muy claro que, frente a la opción de que todos vuelvan a 25 por ciento, prefiero una exención mayor.



Solo por esa razón -repito: primera y última vez- voy a votar a favor de una proposición como esta.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, soy de quienes piensan que uno de los activos fundamentales de Chile es su responsabilidad fiscal. Y la responsabilidad fiscal significa ser capaces de financiar los gastos que se van ejecutando.



Desde ese punto de vista, nuestro país necesita un Estado fuerte, con una base financiera más amplia que la actual. Y uno de los peores errores que podríamos cometer sería terminar sacrificando ese activo de responsabilidad fiscal, que consiste en que los gastos cuadren con los ingresos.



Yo, desde esa perspectiva, no estoy disponible para sumarme a ningún tipo de petición de rebaja generalizada de impuestos, porque estimo fundamental que el país cuente con los recursos indispensables para hacer frente a un número creciente de demandas de la gente. No es posible otorgar mejor salud, mejor educación, más seguridad ciudadana, con menos tributos. Eso no es responsable, eso es populismo.



Tocante a la materia en debate, me parece importante considerar que, si bien en el pasado hubo una justificación que hoy no existe, el impuesto específico a los combustibles se aplica en la mayoría de los países, por una razón muy sencilla: porque su consumo tiene externalidades fuertemente negativas, que el Estado debe asumir (hay problemas de contaminación y de otro orden).



Desde ese ángulo, creo que el impuesto a los combustibles tiene justificación. No soy, en consecuencia, partidario de la eliminación que algunos han planteado.



Por otro lado, en la literatura hay una amplia base para establecer la progresividad en materia de impuestos (es un punto debatible). Y lo que se practica en la mayoría de las naciones es la idea de la progresividad, en el sentido de que quienes ganan más paguen más impuestos. Porque no es razonable lo que hoy día ocurre en Chile, donde los sectores medios y pobres pagan tributos que no guardan relación con los ingresos que reciben.



Desde ese punto de vista, sí comparto algo que aquí se ha afirmado: que debe haber una discusión mucho más de fondo sobre el tema tributario chileno. Porque en este ámbito seguimos acumulando distorsiones e inequidades, en circunstancias de que hace ya mucho tiempo deberíamos haber puesto sobre la mesa un debate más amplio en torno a una reforma y a una racionalización.



En todo caso, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto (por las razones aquí indicadas), dejando establecido que queda pendiente una discusión más profunda sobre el asunto y que la iniciativa que nos ocupa dista mucho de ser impecable (digamos las cosas por su nombre).



Lo de los tramos siempre es muy debatible. Y en este punto me hace mucho sentido lo planteado por diversos pequeños empresarios -no sé si se encuentran en las tribunas-, dueños de 5 ó 6 camiones, quienes han realizado bien las cosas, pero, por esa vía, van a ser perjudicados, pues tendrán una reducción del impuesto específico mucho menor que la de otros.



Siempre hay algo de arbitrariedad en todo esto. Empero, no cabe la menor duda de que, en las condiciones actuales del país, se requiere una tregua tributaria. Lo expuse hace bastante tiempo; fui también de aquellos que le pidieron al Ministerio de Hacienda prolongar dicha tregua.



Desde esa perspectiva, consistentemente con tal planteamiento, voto a favor del proyecto.



--(Aplausos en tribunas).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (28 votos a favor), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, con la misma votación…

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me acerqué a la Mesa para consultar expresamente cómo se iba a votar.

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, señor Senador. Lo que sucede es que ahora debemos pronunciarnos acerca de un artículo que viene aprobado con votación dividida y de una indicación.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, pregunté si se iba a votar en general el proyecto. Lo señalo porque no hubo tiempo para que interviniéramos quienes solicitamos fundamentar el voto.

El señor NOVOA (Presidente).- Eso es otra cosa, señor Senador.



Hago presente que los Honorables señores Pizarro y García dejan constancia de su voto afirmativo a la idea de legislar.

El señor PIZARRO.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Procede dar por aprobados los artículos que no fueron objeto de votación dividida en la Comisión y que no tienen indicaciones.



El único artículo que tuvo votación dividida es el segundo transitorio, sobre el cual, además, incide una indicación presentada por la Presidenta de la República.



--Se aprueban los artículos acogidos unánimemente en la Comisión (30 votos favorables), dejándose testimonio de que respecto del inciso tercero del artículo 1° se reunió el quórum constitucional requerido.


Votaron las señoras Alvear y Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se pondrá en discusión…

El señor PROKURICA.- En votación, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Antes debe debatirse, señor Senador, porque el señor Ministro quiere intervenir.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No va a hacerlo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- 
Entonces, si le parece a la Sala, se votará primero la indicación presentada por su Excelencia la Presidenta de la República. Acaba de llegar a la Mesa, y el señor Secretario le dará lectura.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La indicación recae en el artículo segundo transitorio y tiende a reemplazar en su letra c) el guarismo “25” por “38”.

El señor PROKURICA.- ¿Qué se vota, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Se vota primero la indicación, señor Senador. Entiendo que reglamentariamente procede eso.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, estimo que primero debe votarse la indicación, en el entendido de que si se aprueba queda aprobado también el artículo.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, tengo la impresión de que aquí la discusión no es entre 25 y 38, sino entre quienes no quieren discriminación y aquellos que sí la desean.



Por lo tanto, algunos no quieren ni 25 ni 38. Entonces...


--(Aplausos en tribunas).
El señor NOVOA (Presidente).- Silencio, por favor.



No tengo ningún inconveniente en someter a votación el artículo con el guarismo 38.

El señor CHADWICK.- Ese es el piso.

El señor LETELIER.- Primero hay que votar la indicación, señor Presidente.

El señor GAZMURI.- La indicación es el artículo.

El señor NOVOA (Presidente).- No sé si hay algún Senador que se esté cortando las venas por el 25 por ciento.



Ninguno.



Entonces, Sus Señorías están a favor o en contra del 38.

El señor LETELIER.- Hay que votar la indicación.

El señor NOVOA (Presidente).- Esa era mi sugerencia, señor Senador: votar primero la indicación.

El señor GAZMURI.- La indicación toma la forma del artículo, señor Presidente.

La señora MATTHEI.- Excúseme, señor Presidente, pero aquellos que no quieren discriminación no pueden votar en contra de reemplazar 25 por 38, porque al menos este último guarismo significa menos discriminación.


Su Señoría tiene razón en cuanto a que, reglamentariamente, se debiera votar primero la indicación.



Sin embargo, desde el punto de vista de la lógica y del criterio, claramente hay dos posiciones: aquellos que quieren un impuesto parejo y quienes están dispuestos a votar por un tributo aunque no tenga esa característica.

El señor GAZMURI.- Los que no quieren que sea parejo votarán en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- ¡La señora Senadora se está refiriendo a “bienes” altamente escasos…!



A mí me da lo mismo la forma como se quiera votar. La cuestión es que votemos.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como la indicación no se discutió en la Comisión, reglamentariamente debe votarse primero.



La opción planteada por la Senadora señora Matthei no existe.



Se podrá votar después si uno quiere 38 o cero, o que no haya norma.



Esas son las únicas alternativas reales.



En consecuencia, a los efectos reglamentarios, para que no haya objeciones del Tribunal Constitucional, pido que se vote primero la indicación.

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme.



En votación la indicación del Ejecutivo para reemplazar en la letra c) del artículo segundo transitorio el guarismo “25” por “38”.

El señor NÚÑEZ.- Si hay modificación, el proyecto irá a la Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ.- Por supuesto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Da lo mismo el resultado de esta votación, porque después someteré al pronunciamiento de la Sala el artículo.

El señor NÚÑEZ.- Y tendremos que ver la iniciativa mañana.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es.



¿Alguien quiere fundamentar su pronunciamiento?



No.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación del Ejecutivo (17 votos a favor, 5 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Flores, García, Gazmuri, Horvath, Letelier, Longueira, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Coloma, Kuschel, Pizarro, Prokurica y Romero.



Se abstuvo el señor Ominami.
El señor NARANJO.- Ahora votemos el artículo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde pronunciarnos respecto del artículo segundo transitorio. Porque no podemos tener un precepto que solo diga “38”.



Si le parece a la Sala, se aprobará con la misma votación anterior.

El señor PROKURICA.- No.

El señor LETELIER.- Votemos.

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Ahora votemos que no, y nos sacamos un 7…!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se pondrá en votación el artículo segundo transitorio reemplazando “25” por “38”, guarismo este último que ya fue aprobado.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo segundo transitorio, con la modificación individualizada (17 votos contra 6), y queda despachado el proyecto en este trámite.


Votaron por la afirmativa la señora Matthei y los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Flores, García, Gazmuri, Letelier, Longueira, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Coloma, Horvath, Kuschel, Pizarro, Prokurica y Romero.


--(Aplausos en tribunas).

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

RESPALDO A ACTUACIÓN GUBERNATIVA FRENTE A PRETENSIÓN PERUANA ANTE CORTE DE LA HAYA. PROYECTO DE ACUERDO
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Gazmuri, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1182-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 26ª, en 16 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es expresar el respaldo del Senado a las actuaciones del Gobierno en defensa de los legítimos derechos e intereses nacionales frente a la pretensión que Perú ha planteado ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



--Se aprueba unánimemente el proyecto de acuerdo.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NOVOA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:


A la señora Presidenta de la República y al señor Ministro de Hacienda, solicitándoles PRÓRROGA DE ENTRADA EN VIGENCIA DE ARTÍCULO 5°, NÚMERO 5, DE LEY N° 20.259; a los señores Ministros del Interior y de Hacienda, pidiéndoles CREACIÓN DE INSTANCIA PARA LOGRO DE ACUERDOS CON ORGANIZACIONES DE DEUDORES HABITACIONALES; a los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Economía y al señor Subsecretario de Pesca, solicitándoles DENEGACIÓN DE PERMISOS A FLOTAS EXTRANJERAS PARA DESEMBARCO DE PEZ ESPADA POR PUERTOS CHILENOS; a la señora Ministra de Educación, requiriéndole IMPLEMENTACIÓN GRADUAL DE EDUCACIONES MEDIA COMPLETA Y POLITÉCNICA EN ESCUELA DE LA JUNTA (Región de Aisén). 


Del señor NÚÑEZ:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole informar sobre CUMPLIMIENTO POR FLOTA AIRBUS DE LAN DE ESTÁNDARES DE SEGURIDAD Y REEMPLAZO DE DETECTORES EXTERNOS DE VELOCIDAD; a la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para reiterar oficio sobre FUNCIONAMIENTO DE COMITÉ CALIFICADOR DE DONACIONES PRIVADAS DE LEY Nº 18.985, y al señor Director Nacional del SERNAC, solicitándole información referente a ESTUDIOS DE MERCADO SOBRE PRECIOS Y CALIDAD DE OFERTA DE LENTES ÓPTICOS.

)------------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:34.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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